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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señores Representantes Luis Puig, Presidente y Marcelo Bistolfi, Vicepresidente. 


MIEMBROS: Señores Representantes Pablo Iturralde Viñas, Raúl Olivera, Martín Tierno y Carmelo 
Vidalín. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Oscar Groba y Jorge Pozzi. 


ASISTE: Señor Representante Jaime Mario Trobo. 


INVITADOS: Señor Ministro de Transporte y Obras Públicas, Enrique Pintado y Presidente de la 
Administración Nacional de Puertos, ingeniero Alberto Díaz. 


Por SUPRA-PIT-CNT: señores Ricardo Suárez, Presidente; Andrés Martínez, Secretario 
Privado; Carlos Bastón; Gastón Pereira; Carlos Torres y Diego Ramírez, Comité 
Ejecutivo. 


Por CENNAVE: contadora Leticia Gallarretta, Gerenta; señores Mario Baubeta, Presidente 
y Roberto Mérola, Vicepresidente; contador Daniel Ualde y señor Francisco Sugo, 
Directores; doctores Jorge Rosenbaum y Roberto Falchetti, Asesores Laborales. 


Por AEBU: señores Fernando Acosta, Consejero Banca Oficial y Darío Mendiondo, 
Consejero Central. 


SEÑOR PRESIDENTE (Puig).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo de la Cámara de Representantes tiene el gusto de recibir al Ministro 
de Transporte y Obras Públicas, señor Enrique Pintado, y al Presidente de la Administración Nacional de 
Puertos, ingeniero Alberto Díaz. 


Esta Comisión está analizando el proyecto de ley relativo al Registro Nacional de Trabajadores Portuarios, 
tratando de adecuar la legislación a la nueva realidad existente en los puertos y, al mismo tiempo, de avanzar 
en un proceso de regulación en la materia. 


Es norma de la Comisión convocar a los diferentes actores relacionados con cada uno de los asuntos que 
trata. En ese sentido, nos parece muy importante conocer la visión que tienen el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas y la Presidencia de la Administración Nacional de Puertos sobre este proyecto. Á su vez, 
serán consultados diferentes actores del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, los armadores, el Centro 
de Navegación, la Cámara de Industrias del Uruguay, los sindicatos y la Unión de Exportadores del Uruguay, 
porque nos da la impresión de que necesitamos recabar un conjunto de información para poder seguir 
avanzando. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- En primer lugar, es un gusto estar 
aquí, en la Comisión de Legislación de Trabajo de la Cámara de Representantes. 


En segundo término, quiero decir que no había tenido la oportunidad de compartir con el señor Presidente 
una instancia formal; me alegro de que esté aquí, en la Cámara, presidiendo esta Comisión, después de tantos 
años de lucha compartida en otros ámbitos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Quería dejar expresa constancia de 
mi alegría. 


Con respecto al tema que nos convoca, nuestra opinión la presentará la Administración Nacional de Puertos, 
pero quiero compartir con los señores Diputados desde qué mirada estamos encarando este proyecto. 


En primer lugar, es obvio que debíamos despojarnos de una opinión personal, que la tenemos desde hace 
tiempo, porque en esta responsabilidad debemos mirar cómo afectaría esto o qué dificultades podría traer una 
norma de este tipo, que es una adaptación a una ley que fue aprobada por el Parlamento que ratifica un 
Convenio de la Organización Internacional del Trabajo. Por lo tanto, si se presentara alguna dificultad y 
tuviéramos que aplicar la ley, es nuestra misión aplicarla y superar las dificultades. 


De todos modos, haciendo una lectura del proyecto, quiero decir que no nos representa ninguna alteración 
significativa en las funciones y en el trabajo del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Por lo tanto, de 
aprobarse un proyecto de esta naturaleza, nosotros estaríamos en condiciones de dar su cumplimiento rápido; 


desde la óptica del Ministerio de Transporte y Obras Públicas obviamente, la Administración Nacional de 
Puertos dará su visión, no habría problemas en aplicarlo. 


Creemos que esto es cuanto corresponde dar como opinión: cuánto podría afectar, cuánto podríamos estar 
demorando en aplicar una norma de este tipo o si representa una dificultad de tal envergadura que podría 
hacer que resultara inaplicable, pero no es el caso. Entonces, desde nuestro punto de vista, si el Parlamento, 
en su legítima soberanía, toma la decisión de aprobar un proyecto de esta naturaleza, no habría inconveniente 
en aplicarlo, con la premura que el Poder Legislativo entienda conveniente. 


SEÑOR DÍAZ.- Quiero remarcar que no tuvimos iniciativa directa en este asunto; sí sabíamos que se 
presentaría el proyecto y tuvimos alguna instancia de charla con el Sindicato. 


Compartimos varios aspectos del proyecto de ley, sin haber sido sus impulsores. Advertimos que es bueno 
que, de alguna manera, se categorice al trabajo portuario, quedando profesionalizado, y que los encargados de 
decir en qué categoría está la gente y demás, sean las mismas empresas que hoy trabajan en el ámbito 
portuario. 


Nos parece que será bueno contar con un registro al que uno podrá consultar y ver cuánta gente capacitada 
tenemos en este sector. Hay que tener en cuenta que el trabajo portuario está creciendo mucho. Todavía no ha 
comenzado la discusión que se está dando en otros ámbitos: si tenemos trabajadores calificados para lo que 
se viene. Esta es una buena herramienta para saber cómo se está al día de hoy y para hacer una proyección de 
lo que vamos a necesitar, si seguimos creciendo al ritmo que lo estamos haciendo. 


Parece ser que el registro será único. La gran mayoría de los trabajadores portuarios está vinculado con el 
Puerto de Montevideo; tenemos puertos en el interior del país y hay emprendimientos privados no son 
puertos; son terminales en los que puede ser que resulte más difícil incorporar el registro de las personas que 
trabajan allí. 


En definitiva, la Administración Nacional de Puertos apoya el proyecto y lo entiende bueno para hacer la 
proyección necesaria para el futuro. 


SEÑOR POZZI.- La idea que estamos manejando va por el mismo lado que planteó el ingeniero Díaz. 


No está expresado en la ley, pero se pretende desarrollar la capacitación del trabajador portuario cuando 
ingresa. 


Los que más o menos vemos la realidad del trabajo portuario, advertimos que hay aspectos que estamos 
soslayando, sobre los que sería bueno poner un orden. Uno de ellos refiere a quién trabaja en el Puerto, sobre 
todo en el desempeño de las tareas eventuales, que es un problema grave que existe actualmente. Hace unos 
días, mantuve una conversación con el Inspector General del Trabajo y la Seguridad Social por las 
condiciones laborales de la gente que trabaja en la carga y descarga de la pesca. El Inspector me dijo que se 
ha fiscalizado pero que, en realidad, hay una dificultad grande, porque quien trabaja allí, lo hace por dos días 
y, luego, nunca más va al Puerto o lo van a buscar a los dos meses para que trabaje dos días más; entonces, 
resulta muy difícil que se pueda regular sus condiciones de trabajo e, inclusive, vincularlo con la previsión 
social. Quizás esto también se verifica en otro sector y no solo en la pesca. 


Pero hay una gran preocupación, tanto en el ámbito legislativo como en el Sindicato nos consta e, inclusive, 
en las empresas, en cuanto a que el trabajador portuario, cuando ingrese al Puerto, tenga una capacitación 
previa mínima, por lo menos, para integrarlo a la realidad portuaria. 


Hoy, el Puerto no es el mismo que conocimos nosotros en la década de los setenta; cambió después de la 
nueva Ley de Puertos de 1992, pero mucho más después del 11 de setiembre de 2001. Ahora, para entrar al 
Puerto, hay que tener una tarjeta que habilite el ingreso; hay restricciones de todo tipo y hay registros de todo 
tipo en el Puerto, ya que todas las empresas y todo el que entra debe estar registrado. Creemos que lo mismo 
debemos hacer con el trabajador que ingresa: registrarlo, pero también capacitarlo, con todas las cuestiones 
buenas y complicadas que tiene el trabajo portuario. Además, el trabajo portuario no es el mismo hoy que el 
que era hace años. El viejo trabajador portuario, el antiguo estibador, trabajaba con la fuerza de su cuerpo, 


cargando y descargando barcos durante días, a veces; hoy, es diferente, porque hay gente que opera máquinas 
muy valiosas que requiere capacitación para poder hacerlo. Eso no sucedía hace años. 


Creo que estamos en sintonía, pero hay una parte del proyecto que todavía no está definida por eso, expreso 
estas reflexiones, que refiere a cómo podemos lograr que el trabajador portuario tenga una especie de órgano, 
cuando ingresa, en el que se pueda registrar y capacitar. A nosotros, ese aspecto es el que nos resulta más 
pesado e importante en estos momentos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Nosotros tenemos planteado un 
objetivo hemos descubierto que es un objetivo interpartidario y vamos a trabajar para producir un 
acuerdo que vaya más allá de los partidos e incorpore a los trabajadores organizados y a los 
empresarios que consiste en posicionar al Uruguay en el año 2030 como un polo logístico regional. 


Obviamente, en ese objetivo país que implica ser un gran centro de distribución de personas y mercancías de 
la región al mundo y del mundo a la región, los puertos ocupan un lugar relevante. 


Se ha dicho acá y lo comparto que el trabajo portuario ha cambiado. Yo diría que cambia permanentemente. 


Entonces, hay dos inversiones que el Uruguay no puede darse el lujo de desperdiciar. Perder los trabajadores 
que capacitó, que especializó, debido a cómo participan en el mercado, no parece ser un buen negocio en la 
cuenta de las inversiones que el país hace. 


Por otra parte, la capacitación debe ser permanente porque las tecnologías que nos permiten ser más 
competitivos con respecto a la región porque no estamos solos requieren que carguemos más en menos 
tiempo, y esto supone la permanente utilización de nuevas tecnologías, ya no solo al ingreso sino también 
durante el desarrollo de las tareas. 


Algunos modelos que antes se utilizaban, como el acopio adentro del puerto, hoy ya no son tan eficientes. 
Actualmente, las cintas aseguran que no haya ningún tipo de producto estacionado, porque el objetivo es 
cargar el barco rápidamente. Estos son cambios tecnológicos, y los trabajadores deben estar capacitados para 
usarlos. 


Quiero hacer referencia a otras cuestiones, porque sé que algún sector puede pensar que esto es una 
intromisión en su capacidad de tomar decisiones. A esos sectores debemos invitarlos a ver las ventajas 
económicas que tiene el hecho de contar con un registro que permita saber a dónde recurrir en el menor 
tiempo posible. Además, el proyecto está redactado con tal inteligencia que habla de que tendrán prioridad, es 
decir que no se le determina al contratante a quién tiene que contratar y en qué orden. Esta es una técnica 
moderna que cumple un objetivo país y, también, con un objetivo para los trabajadores por qué no decirlo, 
que en los procesos de cambios de empresa, utilizando espacios públicos, pueden quedar al margen. De esta 
manera, los trabajadores tienen no la seguridad pero sí la posibilidad de seguir incorporados, sin que el puerto 
termine perdiendo mano de obra calificada. Digo esto porque si uno invierte en capacitación y, después, 
pierde ese recurso, en realidad, no está haciendo una inversión. Desde ese punto de vista, no solo nos parece 
que no ofrece ninguna dificultad sino que, además, potencialmente esto tiene ventajas. Me refiero a ventajas 
país, porque no nos estamos posicionando con una natural inclinación que tenemos hacia alguna de las 
partes; estamos hablando desde el punto de vista del país. En ese sentido, esto es bueno porque tendremos 
recursos capacitados, en formación permanente no solo al ingreso, atento a ese objetivo de Uruguay como 
polo logístico regional 2030. 


SEÑOR DÍAZ.- Quiero hacer una precisión sobre los eventuales, el tipo de trabajo que hoy se hace en 
el puerto y los registros. 


Es cierto que desde hace unos años tenemos muy buenos registros. Las empresas tienen la obligación de estar 
registradas y de registrar a los trabajadores que van a ingresar al puerto. Algunas tareas, como las 
relacionadas con la carga de arroz, de productos congelados, de madera y de chips, requieren muchos 
eventuales. Lo que nosotros notamos es que los eventuales repiten mucho, pero siguen siendo eventuales. 
Esto lo sabemos porque tenemos un sistema de computación que nos permite verlo. 


Entonces, tener un registro y que esto permita cambiar de categoría porque se puede probar que una persona 
trabajó determinada cantidad de jornales, días, etcétera, es bueno para el trabajador y para el sistema. 


Hay otro aspecto que tiene que ver con la capacitación. Son tan diversas las actividades que se desarrollan en 
el puerto, que es difícil pensar en un solo lugar por el que pasen las personas. Sería más sencillo hacer una 
clasificación por rama de actividad o por tipo de operación. Por lo que leí del proyecto, habría distintas 
categorías que tienen que ver con consejos de salarios y demás. Supongo que se puede trabajar en esa línea. 


Por lo tanto, reafirmo que hay distintas operaciones que requieren diferente capacitación. Por ello, va a ser 
bueno saber qué habilidades tiene cada uno. 


Además, en el trabajo portuario había mucha cosa que se aprendía por estar trabajando, simplemente, porque 

quien tenía a cargo la pandilla o la grúa, enseñaban. O sea que había un aprendizaje en el propio trabajo. Pero 
eso, si no se registra, no se refleja en ningún lado; pasan los años y la persona lo único que puede decir es que 
trabajó determinada cantidad de años. Por lo tanto, reitero que creo que esto profesionaliza la actividad. 


Por otra parte, el registro interno no nos complica demasiado ya que por razones de seguridad tuvimos que 
crearlo 


También es cierto que en muchos reclamos laborales se nos pregunta si determinado trabajador entró al 
puerto y para nosotros es bastante fácil saberlo. 


Las operaciones que hoy se están realizando en el puerto de Montevideo, se conocen y se planifican. 
Inclusive, las que se van a hacer mañana se conocerán hoy, después de la hora 11. O sea que para el puerto de 
Montevideo y para los puertos que nosotros administramos esto no sería un problema demasiado grande. 
Además, entiendo que los otros son pocos puertos y tienen poca gente. Por tanto, creo que lo podemos hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión les agradece su presencia. El aporte realizado ha sido muy 
importante. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Les agradecemos la invitación. 
Estamos a la orden, como siempre. 


(Se retiran de Sala el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas y el señor Presidente de la 
Administración Nacional de Puertos) | 


(Ingresa a Sala una delegación del Sindicato Único Portuario y Ramas Afines) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión tiene el agrado de recibir al señor Carlos Bastón, Andrés 
Martínez, Gastón Pereira, Carlos Torres, Diego Ramírez y Ricardo Suárez. 


Los hemos convocado para conocer la opinión de los trabajadores organizados en torno al proyecto de 
creación del Registro Nacional de Trabajadores Portuarios, que tiene referencias sobre el tema de la OIT y 
sobre la necesidad de comprobar los cambios operativos en las terminales portuarias para la nueva situación 
emergente de los trabajadores. También sería bueno avanzar en un proceso de regulación. Para ello, hemos 
convocado a autoridades de los Ministerios de Transporte y Obras Públicas y de Trabajo y Seguridad Social, 
al Centro de Navegación, a la Unión de Exportadores y a ustedes como sindicato. Queremos hablar con los 
diferentes actores para que nos puedan dar una visión sobre el tema. De esa forma, la Comisión podrá contar 
con una serie de elementos para discutir esta iniciativa. 


En su oportunidad, ya les hemos remitido la exposición de motivos del proyecto de ley. 


SEÑOR PEREIRA.- El Sindicato de trabajadores portuarios ha tomado la iniciativa de instar ante el 
Poder Ejecutivo la sanción de la ley que crea el Registro de Trabajadores para la rama de actividad. La 
pretensión se ampara en el Convenio N” 137 de la OIT, que fuera oportunamente ratificado por 
nuestro país, pero que se encuentra omiso en la aprobación de la norma específica que recoge los 
principios del estatuto marco. Dentro de este cuadro, la organización sindical, con la responsabilidad 


que ostenta, elaboró un proyecto de ley en tal sentido y tuvo presente la armonización que debe existir 
obligatoriamente con el resto de la legislación laboral. 


Por lo tanto, es nuestra voluntad como sindicato establecer un marco regulatorio para una situación que hasta 
el momento no tiene el marco adecuado en lo jurídico. Digo esto porque a partir de cierto momento de la vida 
nacional, la desregulación en cuanto a la mano de obra portuaria ha sido muy relevante. Sobre todo, hemos 
visto cómo una parte fundamental que refiere a conservar la especialización de la función portuaria se ha ido 
degradando en el tiempo. A pesar de algunos antecedentes que forjaron las empresas y de ciertos 
compromisos hablo de situaciones que se convalidaron en el orden internacional, como la Reunión 303 de la 
OIT, donde el pacto social lleva a tener una protección sobre el empleo y sobre el empleo decente, vemos que 
la normativa no se aplica en el puerto de Montevideo. 


Quiero señalar que estas situaciones que perduran en el tiempo han llevado a la familia portuaria a perder 
trabajadores muy importantes y referentes para la actividad. Hablo de una serie de componentes que no son 
fáciles de manejar porque tanto el estibador, el apuntador, el guinchero como el personal técnico deben tener 
amplios conocimientos y tienen que saber desarrollar su tarea. Además, muchas veces se requieren 
conocimientos extra que se adquieren durante los años. Por ejemplo, la carga de granos tiene su 
particularidad: en una cinta no se puede embarcar canola me refiero al componente con el que se fabrica uno 
de los aceites más caros del país porque la grasitud de los granos impide su traslado. No es fácil descargar un 
barco con azufre porque, si llegara a llover, podría incendiarse. Lo mismo sucede con una trinca en un barco 
de contenedores porque hay que saber utilizar el material adecuado. 


Hay cosas que hemos ido viendo con el tiempo y que hemos tratado de regular. Otro ejemplo puede ser la 
carga de arroz, algo muy peligroso por la humedad en los barcos. Si el arroz se hincha provoca que el barco 
se parta en pleno viaje. La solución fue forrar las bodegas para aislar la humedad. De esa manera, aprendimos 
cómo embarcar una carga fundamental para el país y para la subsistencia del trabajador portuario. 


Como ya mencioné, dentro del pacto mundial, la capacitación es un aspecto bien importante para considerar 
dentro del trabajo decente y creo que la propuesta del Registro lo tiene en cuenta integralmente. Habrá que 
determinar el organismo que regule esta cuestión, pero es bueno que se cuente con la presencia del Estado, de 
los trabajadores y de la parte empleadora. Es importante que haya un Registro de trabajadores y que se pueda 
establecer un censo a fin de conocer su grado de capacitación. 


En definitiva, estos registros apuntan a clasificar a los trabajadores en cuanto a su antigiiedad y 
especialización; de todos modos, el Registro no será completamente cerrado porque hay un sector que surte 
de trabajadores permanentemente. También pretendemos que el trabajador que sea contratado usualmente 
pueda estar en un registro por su relación de dependencia demostrada y que cuando se necesite personal, se 
piense en ellos. 


Nuestro espíritu está estrictamente determinado por la necesidad imperiosa de dar una reglamentación a la 
actividad antes del marco jurídico para que se pueda llevar adelante lo que venimos a plantear a la Comisión. 


SEÑOR BASTÓN.- Quiero complementar lo señalado por el compañero acerca de nuestra actividad. 
Es claro que lo que pretendemos con este Registro entre otras cosas es que se atienda la parte de la 
capacitación. Nos parece importante que haya cierta capacitación previa para los trabajadores 
portuarios a fin de que puedan cumplir con éxito cualquier tipo de operativa. 


Es evidente que los cambios también se han dado en la operativa portuaria y en la forma como está 
configurada hoy en día la actividad en sí. Entonces, este Registro también apunta a otro aspecto importante, 
que es el drama que vivimos los trabajadores portuarios cuando hay una licitación. Yo creo que debe estar 
latente y vigente lo que fue el episodio de la licitación de espacios, en el que los trabajadores de la empresa 
en la que yo trabajo habíamos quedado prácticamente con un pie en la calle, porque la comisión que estaba al 
frente de esa licitación entendió que la empresa Montecon no había cumplido con una parte de lo que era el 
desarrollo de su obligación y la descalificó. Nuestra fuente de trabajo realmente estaba en peligro y nuestro 
futuro era bastante incierto y complicado. 


Entendemos que los procesos licitatorios son parte de las reglas de juego y no venimos acá a hacer crítica de 
eso. Lo que venimos a decir es que necesitamos estabilidad laboral. Y para ello vemos necesario que exista el 


Registro Nacional de Trabajadores Portuarios que lo que busca, entre otras cosas, es que, si hay procesos 
licitatorios, allí no esté en juego la fuente de trabajo de quienes están ocupando ese espacio hoy en día dentro 
de la actividad portuaria. 


Como referencia quiero mencionar que, tanto los trabajadores contratados directamente por Montecon, como 
las empresas que le prestan servicios en forma tercerizada sumaban, aproximadamente, entre cuatrocientas y 
quinientas personas. Nos parece que el trabajador debe estar amparado, y entendemos que una forma es por 
medio de este Registro Nacional de Trabajadores Portuarios. 


Otro punto que para nosotros es muy importante es el de la eventualidad. En la actividad portuaria existe la 
posibilidad de que las empresas tomen personal en calidad de eventuales. Con esto no pretendemos cambiar 
la figura, sino contar con trabajadores registrados y capacitados, y que las empresas tomen de ese Registro a 
los que necesiten, que contarán con experiencia y conocimiento. No estamos tratando de exigir a las 
empresas que esos trabajadores sean parte de su plantilla, sino que cuando se necesite mano de obra 
realmente, sea esa la que esté allí para tomar servicio de las distintas operativas. Hoy en día esos trabajadores 
están padeciendo desde el aspecto social. Si bien las empresas hacen los aportes que les corresponden, los 
trabajadores eventuales, en este régimen de altas y bajas, a la semana, automáticamente quedan sin 
mutualista, no perciben como deberían asignaciones familiares y otro tipo de beneficios, que para nosotros 
son muy importantes, ya que es el que tiene el salario más sumergido y no tiene una continuidad en la 
actividad portuaria. Esto se da, en parte no vamos a desconocer esta situación, porque hay algún tipo de 
actividad que es zafral y puntual, como el caso concreto de la carga de arroz en bolsa en los buques arroceros. 
Estos buques en un turno pueden llevar cien o ciento cincuenta personas. Por lo tanto, no pretendemos que 
esos trabajadores sean estables, porque es imposible que una empresa pueda sostener una plantilla de ese 
volumen cuando no hay una continuidad en el trabajo. 


Complementando un poco lo dicho por el compañero Pereira, me parecía importante mencionar estos dos 
aspectos por los cuales entendemos que es fundamental que exista un registro de trabajadores portuarios a 
nivel nacional y en todos los puertos. Mejoraría la situación de los trabajadores y desaparecerían algunos 
fantasmas como ya hemos mencionado cuando hay licitación de espacios o de algún tipo de predio como 
pueden ser depósitos, ya que también tenemos esa situación dentro del Puerto de Montevideo. Ya nos ha 
pasado con la licitación del depósito del Frigorífico del Muelle 11. Lamentablemente, un grupo importante de 
trabajadores se quedó sin su fuente de trabajo porque la empresa que vino como no tenía ningún tipo de 
obligación de tomarlos se hizo de otro tipo de personal, que no era el que estaba todos los días trabajando ahí. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Solamente quería exponer un par de ejemplos con respecto a la defensa del 
Registro Nacional de Trabajadores Portuarios. 


Tomé nota de algunas cosas que me vinieron a la mente cuando mis compañeros hablaban. Nosotros 
defendemos a muerte este Registro. En este mismo momento nos está esperando una delegación de 
compañeros de la empresa Montevideo Port Service, que trabaja para Maersk, que van a ser despedidos el 1* 
de enero, no por mal comportamiento sino porque la empresa está mal económicamente. Esa es la posición 
de la empresa hasta el día de hoy. Nosotros tenemos previsto realizar una serie de negociaciones. Si 
tuviéramos el Registro funcionando nos ahorraríamos una cantidad de problemas en este sentido. 


Hoy tenemos que intentar resolver el conflicto que está en puerta no solamente porque no queremos ser 
conflictivos con respecto a estos temas menos aún cuando falta menos de un mes para las fiestas tradicionales 
sino también porque estos compañeros están viviendo una angustia, una incertidumbre que no es normal. 


Más allá de las fechas, hay cosas que son de todos los días: las empresas funcionan bien en algunos 
momentos y mal en otros. Por suerte, últimamente, están funcionando bien. Tenemos casos aislados como 
este, pero estamos seguros de que si tuviésemos el Registro esta angustia no existiría. 


Yo trabajo en la Terminal Cuenca del Plata. Todos saben que es una empresa multinacional. Creo que es, 
junto con Montecon una de las operadoras portuarias más grande del Uruguay. Desde el inicio de la empresa 
estamos como trabajadores. Cuando entramos nos pidieron una capacitación y la empresa nos dio la 
capacitación. La empresa trae herramientas de última generación como las últimas grúas que vinieron. Soy 
mecánico, electricista y técnico en hidráulica y todos los días me siguen aumentando cosas, pero para hacer 
todo esto tuve y tengo que capacitarme; tengo la obligación de capacitarme y de capacitar a mis compañeros. 


Ocurren cosas curiosas. Dentro de la empresa, cuando se generan cargos, como el caso de los guincheros 
porque ahora hay grúas nuevas, los tomamos de la empresa. Nosotros mismos capacitamos a los trabajadores. 
Queremos regularizar todas estas cuestiones, inclusive la capacitación, y el Registro es una herramienta 
importante en ese sentido. 


Cuando precisamos mecánicos y electricistas para el taller, porque muchos de ellos se fueron como 
guincheros, se lo exigimos a la empresa y puso avisos en el diario, pero no había en plaza; tenemos que 
capacitarlos nosotros mismos. Por eso, tener el Registro y trabajar la herramienta como registro y 
capacitación nos vendría bárbaro. 


SEÑOR TROBO.- Es muy importante la opinión de los visitantes sobre este proyecto de ley. Voy a 
efectuar algunas preguntas relacionadas con el proyecto porque, si bien no son quienes lo han 
presentado, sin duda lo conocen muy bien y, seguramente, responde a algunas líneas de preocupación 
que tiene el sector sindical. 


En primer lugar, quisiera preguntar sobre el desarrollo de la actividad laboral en el puerto, el tipo de controles 
que se realizan, el comportamiento de la autoridad en este caso, del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
los pagos que se realizan, etcétera, porque se mencionaron algunos aspectos vinculados a esto. Francamente, 
me gustaría tener un panorama de cuál es la situación laboral en el sector portuario. 


Otra pregunta que voy a hacer también tiene referencia con el proyecto, aunque no sé si me la podrán 
responder. El proyecto hace referencia al personal de todas las categorías laborales del Grupo 13, o sea que 
implica al personal vinculado a todas las actividades portuarias tanto en el sector privado como en el sector 
público, porque también se refiere a trabajadores contratados por la Administración Nacional de Puertos. 
Quiero saber si ustedes me pueden decir qué alcance tiene esto; si no, obviamente, se lo preguntaré a los 
firmantes del proyecto. 


También me gustaría saber cómo funcionaría el mecanismo de las prioridades, porque me da la sensación de 
que para una persona que no tiene vinculación laboral con la actividad portuaria, a partir de la creación de los 
registros sería prácticamente imposible comenzar a tener alguna vinculación en ese sentido. 


Por eso estas tres preguntas van dirigidas a la experiencia que ustedes tienen en el tema, a fin de poder contar 
con mayor información al respecto. 


SEÑOR SUÁREZ.- Creo que el señor Diputado Trobo tiene un amplio conocimiento de todo el proceso 
de la Ley de Puertos y los que siguieron después con la ley de urgencia. 


Lo cierto es que no en vano cuando se creó la Ley de Puertos todo el mundo sabe que tenemos algunos 
reparos, no en lo que hace al puerto libre y a la forma, sino a lo que luego reglamenta el Decreto N* 412, que 
es la mano de obra, ANSE permaneció como una forma de control y de registro si se quiere de quién 
ingresaba al puerto a fin de mantener de alguna forma una vigilancia para que esa libertad de ingreso al 
puerto no se transformara en una anarquía total. 


Luego, la ley de urgencia, en su momento, termina eliminando ese último vestigio de control propio de la 
actividad portuaria por decirlo así y pasa las funciones al Ministerio de Trabajo y Seguridad. Eso llevó a que 
los inspectores de ANSE pasaran algunos sí y otros no a la órbita del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. Supuestamente también tenían que haber pasado los recursos, la infraestructura, los vehículos, pero 
no fue así; solamente pasaron las personas. Hoy el impuesto que se cobra a la importación que tenía ese fin 
pasa a Rentas Generales y no a la Cartera. 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social por supuesto, con sus dificultades, con su infraestructura; 
estamos hablando de hace siete años intentó retomar la actividad portuaria como una actividad específica, 
una actividad que necesitaba de inspectores capacitados, e ingresó un núcleo de inspectores, pero todos 
sabemos que la actividad portuaria es variada, espontánea, porque el barco llega, trabaja, se van, una pandilla 
ingresa al puerto y luego sale, y esos controles son cada vez más imposibles de hacer. 


Por ejemplo, el otro día, el puerto de Nueva Palmira se había parado simplemente porque los camiones que 
transportaban el grano fumigaron y eso produjo una contaminación ambiental. Pedimos la inspección del 


Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, como corresponde. La idea era no parar la actividad porque 
sabemos la importancia que tenía. Entonces, el Ministerio tiene que disponer de alguien que esté en 
condiciones de ir, de un vehículo, etcétera y, obviamente, cuando llegue vamos a tener un problema. Esto nos 
pasa a diario con los barcos de la pesca, con las pandillas del arroz. 


En realidad, tenemos una situación en la que hay trabajadores estables por algunas empresas que lo hacen 
bien y que contratan bien como Montecon, TCP, y algunos otros depósitos, y tenemos una masa de 
trabajadores que es la que entra en acción cuando los picos de trabajo son mayores o cuando la actividad no 
es regular. Esa masa es casi incontrolable para el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; no es que no lo 
haga, sino que los medios no están a disposición. Por algo en todos los puertos del mundo no es una cuestión 
nuestra estos organismos son regulados; los que estamos atrás somos nosotros. Muchas veces se toman los 
ejemplos de España. En Brasil están ocurriendo muchos conflictos y nosotros estamos favoreciendo con 
muchos de estos problemas que hay con los trabajadores. 


Tenemos diferentes situaciones en el puerto. Tenemos un Estado, a través de la ANP, que intenta controlar 
pero no tiene elementos para hacerlo. Hay un hecho muy gracioso que está pasando en la ANP: tiene un 
grupo de inspectores que visualiza los problemas de seguridad laboral y en los muros, pero no puede hacer 
más que decir que existe el problema porque no tiene los instrumentos ni las herramientas legales. ¿Qué nos 
queda a los sindicatos? Ante la irregularidad, parar la actividad. Todos sabemos que en el puerto parar una 
actividad no es como retrasar una tarea en cualquier proceso fabril, sino que implica parar un barco, que ese 
barco se vaya y que todos paguemos los costos de esa ida, inclusive el propio trabajador. Entonces, no 
tenemos una situación estable. 


El otro problema que tenemos es el que acaba de mencionar el compañero. Este registro no apunta solamente 
a eso, sino a la protección por el mismo sistema establecido por la Ley de Puertos. Ustedes saben que los 
espacios portuarios son espacios concesionados y hay una lucha de empresas. Lo que no debería haber es una 
lucha de trabajadores. Imagínense que cada vez que una empresa o un espacio portuario se licitara los 
trabajadores se pararan en la puerta para no dejar entrar a otros trabajadores que van a desempeñar la misma 
tarea que hacen ellos. Ese es el problema que tenemos que empezar a razonar; inclusive, la propia 
Administración ya lo está haciendo. 


El otro día hablábamos con la Administración acerca de los procesos de las tercerizaciones. Ese es el otro 
problema que tenemos en el puerto, ya no la eventualidad, sino cuando una empresa tiene trabajadores 
estables y surgen problemas. Fíjense cómo eso pone en riesgo toda la cadena y toda la actividad. Recién el 
compañero mencionaba que tenemos un conflicto en una empresa que repara contenedores fuera de la ANP 
que va a echar a dieciséis trabajadores de su plantilla estable y tiene tres empresas que tercerizan servicios. 
Esa empresa, irresponsablemente, está poniendo en juego toda la actividad portuaria y al único que hasta 
ahora hemos visto preocupado por esa situación es al sindicato como dice el compañero, que está tratando de 
que eso no llegue a un conflicto mayor, porque esto repercute directamente en TCP, que trabaja con Maerks y 
los trabajadores de TCP están agremiados. Estas son las cosas que intentamos proponer en este contexto. 


En cuanto a lo que nos preguntaba el legislador acerca de cómo oficia la ANP, queremos ser claros. Tiramos 
algunas líneas que fueron recogidas con muy buena voluntad por los legisladores, pero la idea del sindicato 
portuario no es imponer un registro y decir: "Acá está la carpeta y quienes estén a favor que estén a favor y 
los que estén en contra que estén en contra", sino buscar caminos de entendimiento con empresarios, con el 
Estado y con los propios trabajadores. En realidad, decimos: registremos todo porque en definitiva queremos 
saber quién se desempeña, cuál es su oficio y qué currículum tiene para presentarse ante cualquier 
requerimiento de trabajo portuario. Es muy difícil, ante un llamado de Montecon, de TCP o del propio 
Estado, decir: "Yo tengo una experiencia portuaria", "Yo sé manejar una máquina" o "Yo tengo veinte años de 
trabajo portuario y nunca me echaron; nunca tuve problemas; simplemente quedé afuera porque la empresa 
cesó". Es muy difícil comprobar todo eso. 


Entonces, lo que pretendemos con ese registro es que cada trabajador, sea público o privado, tenga una 
categoría, se sepa lo que es, que luego tenga la posibilidad de capacitarse, y que sobre esa capacitación y 
experiencia el empresario tenga el derecho de tomarlo o no. No estamos diciendo que esto tiene que ser 
cerrado; lo que tenemos que analizar es en qué debemos cerrar, en qué estamos fallando y en qué no. 


En realidad, uno presiente que hay muchas empresas que tienen sus trabajadores estables, no tienen 
problemas y, tal vez, cuando requieran de una mayor mano de obra tendrán una posibilidad muy concreta de 


trabajadores preparados, capacitados, y si no, llamarán por los mecanismos adecuados a concurso o a ingreso 
de funcionarios. 


Queremos señalar esto claramente: el tema de cerrar o abrir tiene que ser en función de los problemas que 
existen. La eventualidad existe: hay trabajadores que no llegan a trece jornales. Bueno, ese es un problema. 
En ese caso, tendríamos que ver qué es lo que abrimos y qué es lo que cerramos 


En el Estado tal vez no haya problemas en ese sentido; en TCP quizás tampoco. 


Lo que proponemos es buscar un camino de entendimiento. La propuesta del sindicato se basa en la 
capacitación. 


El otro día estuvimos en el ámbito del PROLOG, donde todos los empresarios y los legisladores que estaban 
presentes hablaron de la capacitación, que tenemos que hacer la universidad de la logística, que tenemos que 
hacer esto y que hay que invertir en lo otro. Ayer estuve con el Grupo RAS, que presentó públicamente que 
estaba teniendo capacitación para sus trabajadores. Pero lo que no dijo el Grupo RAS es que tiene empresas 
tercerizadas que están pagando por debajo del salario que corresponde. Pero, bueno, esas cosas son las que 
tenemos que corregir. 


La propuesta es: registremos en base a la capacitación y veamos dónde tenemos que abrir y dónde tenemos 
que cerrar. 


SEÑOR BASTÓN.- Quería complementar lo dicho por el compañero Suárez. 


Queremos mencionar algo que si bien no está directamente dentro del registro portuario sí es parte de los 
convenios alcanzados con el sector empresarial. Tenemos una descripción del perfil de los trabajadores de las 
distintas categorías. Por ejemplo, un supervisor de mantenimiento tiene que ser prácticamente un ingeniero. 
Nosotros entendemos que hay casos en los que es bien claro que no puede haber un registro cerrado, porque 
sería prácticamente imposible ya que si un trabajador renuncia porque consigue una posibilidad laboral 
mejor, dejaríamos con los brazos cortados a las empresas para que pudiera proveerse de ese tipo de personal. 


Hay otro tema que es puntual de la actividad portuaria. Si una empresa pone un aviso en el diario pidiendo un 
operador para grúa pórtico o un operador para grúa móvil lo más probable es que ninguna persona se postule 
porque no existe ninguna actividad que tenga ese tipo de maquinarias: o sale de las filas de la empresa como 
acaba de decir el compañero o bien se tendrá que mandar personal al exterior a capacitar. Que quede bien 
claro que hay situaciones que, de hecho, están demostrando que no es un registro cerrado porque es 
prácticamente imposible. 


Como dijo el compañero Suárez, el registro tendrá la movilidad que debe tener, propia de la necesidad 
operativa. Eso está claro. O sea que el tema de si el registro es abierto o cerrado nosotros estamos dispuestos 
a analizarlo conjuntamente con el sector empresarial. 


Por otra parte, también es importante aclarar que antes de tomar cualquier tipo de iniciativa lo primero que 
hicimos fue pedir una entrevista al Centro de Navegación para comunicarles nuestra intención y nuestra idea. 
Le dejamos claro que era importante la participación del sector empresarial en este aspecto, porque 
entendíamos que había cosas que las teníamos que conjugar entre ambas delegaciones. 


SEÑOR POZZI.- Este proyecto recoge las líneas que en algún momento conversamos con el sindicato 
portuario. Recuerdo que hace un año y medio o dos no recuerdo exactamente la fecha acá, en el ámbito 
del Poder Legislativo, en la antesala de Cámara, se realizó un seminario en el cual participaron 
trabajadores portuarios, la Administración Nacional de Puertos, el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, el CENNAVE, y se habló específicamente del tema de la posible creación de un registro de 
trabajadores portuarios podemos conseguir la versión taquigráfica de esa reunión, con el que había un 
cierto consenso. Si bien el CENNAVE señaló que había que estudiar el tema, no dijo que no al asunto. 
Esto no significa volver a la bolsa de la estiba. Eso no está en el ánimo de nuestra fuerza política y lo 
tiene claro todo el mundo. Muchos de nosotros veíamos la necesidad de la creación de un registro de 
este tipo. Tampoco significa una obligación, porque, inclusive, en una parte del articulado nos 
cuidamos de poner que, en todo caso, los trabajadores tendrán prioridad pero no será excluyente que 


se deban tomar sí o sí a trabajadores de ahí. Esto pone un coto al asunto, por decirlo de alguna 
manera. 


Quienes tenemos una idea de cómo es el ambiente portuario, entendemos que se necesita diseñar un 
mecanismo por el cual la gente que trabaja en el puerto esté registrada en alguna parte, así como también sus 
conocimientos. Por ejemplo, antes de la reforma de 1992, el viejo estibador estaba formado para una cosa y 
debía tener determinados conocimientos para esa tarea que, en realidad, estaba más basada en la fuerza física, 
en el aguantar trabajando, que en operar con cuestiones como las que vemos ahora en los puertos. Debido a la 
reforma y al correlato de la revolución del transporte marítimo los contenedores, los barcos y todo lo que 
nosotros conocemos la figura de lo que era el viejo estibador desapareció, no totalmente porque en algunas 
cosas puntualmente existe, pero en la operativa portuaria el trabajador ha cambiado muchísimo. Ahora es un 
trabajador que tiene que estar mucho más especializado en manejar determinado tipo de tecnologías, en saber 
reparar determinado tipo de tecnologías. Hay toda una cantidad de procesos de administración en el 
transporte por contenedores por supuesto que con la computadora se hace más fácil, pero también hay que 
saber introducir y manejar los datos que ha modificado sustancialmente lo que es el trabajo portuario, y con 
esto ha cambiado el trabajador portuario, que hoy es diferente al que trabajaba hace veinte años. Me atrevo a 
decir que en general es un trabajador que después de que está capacitado sea por la vía de la práctica o de una 
capacitación previa que después se refleja en la práctica perderlo implica mucho. Por supuesto que se pueden 
formar operarios de grúas. Siempre se puede formar gente y siempre va a aparecer gente que quiera hacerlo, 
pero perder a un operario de una grúa pórtico, de una grúa móvil, de una cinta transportadora, o a un 
empleado administrativo que sepa manejar los programas, todo eso implica una pérdida no solo para la 
empresa que lo emplea, sino también para el país, porque hay necesidad de empezar a formar otra gente para 
eso. Entonces, creo que el registro apunta a decir: "Tratemos de conservar a esta gente". Es más: por la 
dinámica que tienen los puertos no solo el de Montevideo, sino todos los que están bajo la órbita de la 
Administración Nacional de Puertos o de la Dirección Nacional de Hidrografía, donde los espacios tienen 
concesiones que demoran tantos años algunas son a muy largo plazo y otras de menos tiempo, al igual que 
los depósitos es importante que esos procesos se vivan y que tenga prioridad para seguir desarrollando su 
tarea la gente que sabe manejar la tecnología, un depósito o las diferentes cosas que suceden. Es algo que en 
definitiva lo vemos, no en el puerto. Acá mismo, en el Palacio Legislativo, se ve cuando cambian las 
empresas de limpieza. A veces, en ese proceso se trata de que el personal que estaba en esa empresa no se 
vaya. El que viene dice: "Tengo la gente; cambio alguno, pero tengo a la gente que conoce el lugar, el 
proceso y adapto sus cosas a lo que quiero”. Tratan de quedarse con la gente que estaba porque se entiende 
que en eso hay un ahorro, ya que no deben invertir tiempo en pensar cómo hacer una cosa cuando hay gente 
que ya sabe cómo hacerla. 


Por otro lado, está el tema de los trabajadores eventuales del puerto. Ahí sí creo que todos deberíamos 
coincidir en que hay un problema grave. He tratado de dar una mano en lo que refiere a la eventualidad de la 
pesca. No conozco la del arroz, pero sí algo de la eventualidad de la pesca, y realmente sé que es bravo, 
inclusive para el patrón. Ustedes sabrán que en la pesca muchas veces se trabaja a 20 o 25 grados bajo cero, 
con pescado congelado, que si se te cae en un pie te lo parte. Se ha intentado decirles: "Hay que darle a los 
trabajadores zapatos adecuados y ropa para poder entrar a lugares de frío" y la respuesta ha sido: "Sí, 
fenómeno, pero ¿a quién se la doy, si a veces hay gente que solo la tomo por dos días? Entonces, se trata de 
un proceso un poco complicado. Creo que lo mismo debe suceder con el arroz o con algún otro producto que 
se carga a granel. 


Por eso me parece que no está mal tener un grupo de trabajadores eventuales registrados, que sabemos 
quiénes son y que tengan la posibilidad de ser aquellos a los cuales referirse cuando se trata de cargar 
pescado, arroz o lo que sea. A ellos los tendremos con calzado y ropa adecuada, inscriptos en el Banco de 
Previsión Social, cosa que a veces sabemos que no se puede controlar. Nadie dice que deban darle trabajo los 
trescientos sesenta y cinco días del año. No, que le den trabajo cuando hay. Pero el día que hay trabajo, los 
tenemos con los elementos adecuados. Además, antes de ingresar habría que capacitar a esos trabajadores 
eventuales en lo que es un puerto. Nadie dice que tengan que hacer un curso, pero sí capacitarlos en las 
cuestiones de seguridad del puerto, que todos sabemos que muchas veces se hace a las patadas y desde 
adentro, y eso en algunas ocasiones cuesta accidentes. Quienes caminan por dentro del puerto saben que dos 
por tres hay que manotear a alguno para sacarlo de la calle por donde vienen los camiones, porque los pueden 
pasar por arriba. 


Estas son las virtudes que tendría el registro, lo que no implica que no entre más gente a trabajar ni que las 
empresas no tengan en su momento la potestad de elegir otros trabajadores, porque hay técnicas que no se 
van a encontrar entre los que están registrados. Una vez que tengamos confeccionado dicho registro, las 
empresas tendrán la posibilidad de seleccionar inclusive, entre los eventuales a algún trabajador que por 
haber trabajado mucho tiempo en el puerto tiene sapiencia de cómo es la operativa. No es ningún misterio, 
pero tampoco una cosa de todos los días. La empresa podrá decir: "Voy a probar a dos o tres del registro para 
darles un trabajo de operador o de lo que necesito, porque me estoy ahorrando un montón de capacitación 
que ese trabajador ya tiene incorporada". Será una prioridad elegir dentro de ese registro, pero no una 
obligatoriedad. Tampoco se cierra esto a que si mañana o pasado hay necesidad de tomar más personal, este 
pueda entrar, siempre previa capacitación. 


No sé si el proyecto recoge las líneas que en su momento hemos conversado con los trabajadores portuarios. 
Creo que estos son los puntos fuertes del proyecto. 


Valoro mucho porque también era nuestra intención que haya apertura en el sentido de que si bien siempre es 
posible que los proyectos se aprueben es mejor tratar de hacerlo con la mayor amplitud posible, no solo con 
la parte empleadora, sino también con el resto del espectro político, porque creo que estas son cosas que 
debemos tener consensuadas lo más que se pueda. 


También vale la pena poner sobre la mesa que la cantidad de tiempo que hace que no tenemos un conflicto en 
el puerto; no sé cuánto pero hace muchísimos años. Creo que esto es gracias a todos, y la idea es seguir para 
adelante. El puerto es un punto muy sensible y creo que entre los actuales dirigentes del sindicato y las 
empresas portuarias ya hay un ida y vuelta grande, en donde los problemas se conversan y se solucionan. 
Notoriamente, también hay puntos en común entre las empresas y el sindicato, como puede ser el dragado de 
los canales porque eso posibilita que más barcos vengan y salgan, o como alguna cuestión internacional que 
hoy tiene al país complicado, pero que sin duda tanto el sindicato como las empresas están interesados en que 
se solucionen, porque eso puede significar más trabajo para las empresas y, por lo tanto, más trabajo para los 
empleados portuarios. Hay muchos puntos en común. 


Entonces, valoro mucho la iniciativa planteada por el sindicato en cuanto a la búsqueda de consenso. 
También es nuestra idea buscar consensos en todo esto y poder llegar a algo que nos posibilite corregir para 
mejorar algunas cosas que suceden y que, de pronto, a través de este proyecto o de las modificaciones que 
podamos introducirle, podamos encontrar la forma de que funcione mejor. 


SEÑOR TROBO.- En los pliegos de licitación, ¿la Administración Nacional de Puertos pone alguna 
condición o cuestión vinculada con el personal que va a desarrollar tareas en las empresas que licitan? 
Pregunto esto porque creo que sería un antecedente importante que el puerto se encargara por lo 
menos de evitar los problemas que se plantean, que son variados. 


Un tema es el del personal eventual; otro, el del personal que deja de trabajar en una empresa que no es más 
concesionaria de una determinada zona del puerto; otro es el de la capacitación de las empresas que necesitan 
personal altamente calificado para tareas que son de mucho cuidado. En particular, quiero saber si el puerto, 
por ejemplo, cuando llamó a la licitación que perdió la empresa Montecon, puso como condición en el pliego 
que debían tomar personal o que se puntuaría especialmente tomar personal, porque ese es un elemento que 
se ha utilizado en otras licitaciones públicas y que me extraña que el puerto no la utilice, si es que no lo hizo. 


SEÑOR SUÁREZ.- Concretamente, ese es un reclamo que tenemos contra la Administración Nacional 
de Puertos, sobre el que se ha clarificado un poco a partir de este hecho concreto de Montecon y diría 
que también a partir del problema que sucedió en el depósito 10 con la empresa INSUM, con el 
complejo frigorífico; claro ejemplo en el que todos los trabajadores quedaron afuera. 


La Administración Nacional de Puertos no lo hace, pero el Directorio actual ha manifestado su intención de 
trabajar en esos temas; sí lo ha hecho en lo que señalaba el señor Diputado Pozzi con respecto a sus 
tercerizaciones: empresas de limpieza, vigilancia, cantina, etcétera. Empezó a incorporar este elemento en sus 
tercerizaciones a pedido del Sindicato, pero no lo ha hecho en esta materia. 


Es cierto que hay dificultades para ello; habría que analizarlo. No obstante, lo cierto es que si se hiciera, 
produciría un avance importante. Hay una dificultad. Por ejemplo, cuando uno licita un espacio como el de 


Montecon, no solo debe incluir a sus trabajadores, sino que debe ver si la empresa sigue en el mismo rubro. 
En el caso del depósito 10, cambió su fundamento. Por otra parte, las empresas portuarias deben ser de las 
pocas que tienen varias modalidades de contratación: trabajadores eventuales, trabajadores permanentes, 
unipersonales y tercerizaciones. En este momento, nuestra delegación está integrada por compañeros de 
Montecon y de las empresas Albilan y Estibamar, que tercerizan con Montecon. 


Por lo tanto, acompaño lo que dice el señor Diputado. Nos parece que sería un avance importante que se 
empezara a proteger de esa forma. No obstante, entendemos que para lograr esos pasos, por lo menos, 
debemos tener registrados a los trabajadores; ya no estamos hablando de si se trata de un registro abierto o 
cerrado. Debemos saber bien quiénes son los trabajadores de Albilan, qué es lo que hacen, quiénes son los 
trabajadores de la cadena por la que contrata una operadora portuaria. Eso nos parece fundamental. 


Reitero que la Administración Nacional de Puertos no lo hace, aunque ahora se ha abierto a discutir estos 
temas. 


SEÑOR PEREIRA.- Quiero hacer una puntualización con respecto a lo que dijo el señor Diputado 
Pozzi en cuanto al trabajo eventual. Lo que hay que mitigar dentro del Puerto es el sistema que se ha 
venido utilizando, amparado por el Decreto N” 49, por el cual se configura una situación laboral a 
término de jornada, dejando de esa forma al trabajador sin cobertura de ningún tipo. Esta es una 
parte fundamental de la actividad. No podemos seguir convalidando personal que en el recibo de cobro 
se pague la licencia y el aguinaldo, sin tener derecho a gozar de la licencia. Hay problemas que vienen 
de antaño, que no podemos seguir manteniendo. Esto no fue convalidado en otro momento, porque al 
personal que estaba en esas situaciones, si bien surtía en otros registros, se le mantenía un vínculo, con 
planilla de trabajo, con cobro referido. 


En función de ello, creo que el registro nos daría un arma importante para atacar un punto que es 
fundamental, sobre todo en lo que tiene que ver con la cobertura social. Al cabo de los años, hemos visto que 
muchos compañeros del Puerto fueron tirados en los hospitales, mutilados, por una serie de situaciones en las 
que la relación no marcaba que debía tener ningún tipo de responsabilidad quien contrataba e, inclusive, se 
estaba omiso en los seguros. Por eso, al cabo del tiempo, sabemos de lo que hablamos y cómo se maneja este 
tema. No decimos que tiene que desaparecer, pero sí que hay que regularlo muy bien y llevarlo a otro plano 
en el que se dignifique al trabajador, dando el mismo jornal para una tarea diferente, pero pudiendo generar 
expectativas para lograr un trabajo que raye lo decente en el Puerto. En función de ello, se pide la creación de 
un registro. Creo que la vida del país, a nivel nacional, está plagada de registros. Los registros tienen un 
elemento básico: limitan. Entonces, hagamos un registro estableciendo algunas limitantes. No decimos que se 
establezcan prioridades y que sea cerrado, pero sí que se determine alguna limitación. Lo podemos llevar a 
un plano en el que establezcamos la forma en la que se debe hacer, apuntando a las situaciones referidas 
anteriormente. 


SEÑOR SUÁREZ.- Quiero hacer dos puntualizaciones. 


En primer lugar, a veces, centralizamos mucho en Montevideo, pero el registro también resultará 
fundamental en los puertos del interior del país; en ese caso, no bastaría que la Administración Nacional de 
Puertos tuviera esas condiciones. Pongo el caso de Paysandú. Toda la sociedad está intentando reactivar el 
Puerto de Paysandú; es importante que se haga. El Puerto de Paysandú trabaja, básicamente, con azúcar y, en 
alguna circunstancia, con cebada. Allí, hay una pandilla semiestable, trabajadores que viven de eso e intentan 
hacer jornales con esa actividad. ¿Qué pasa, comúnmente? Que uno tiene una situación pesada y hasta 
conflictiva con cada empresa, porque las oportunidades de trabajo de Paysandú son muy puntuales. Entonces, 
lo que no podemos permitir allí es que cada empresa venga con su gente. Lo que pretendemos es que si se 
tiene una estiba que vive de eso y trabaja en la ciudad, siendo esa su fuente de ingreso, que la empresa que 
vaya a trabajar tome los estibadores que están a disposición, a los que debemos registrar y decir quiénes son, 
abriéndolo si es necesario. Esos son los casos que deberíamos limitar. También sucede esto en Nueva 
Palmira. Allí, tenemos un complejo portuario. Está el muelle oficial en el que comúnmente trabaja la empresa 
Nobleza Naviera. Esa empresa puede trabajar o no, lo que dependerá de si el importador u exportador de 
granos requiere ese servicio, pero hay una estiba que trabaja en ese muelle que vive de eso; si cambia el 
negocio, se muere de hambre. Cito estos ejemplos porque en el interior del país, un registro protege mucho 
más. Inclusive, muchas veces se da una situación conflictiva. A una empresa que hace servicio en 


Montevideo, no le cuesta nada embarcar a cinco trabajadores hacia el Puerto de Nueva Palmira, pero eso 
genera una población que se pregunta cómo puede ser que el Puerto tire manteca al techo mientras ellos la 
ven pasar. 


En segundo término, quiero culminar diciendo lo siguiente, que no es una advertencia, porque no es el estilo 
de nuestro Sindicato. Como siempre hemos dicho, somos conscientes de que el negocio portuario no depende 
solo de una parte. Nos hemos plegado a todas las instancias de comunidad portuaria, hemos puesto proyectos 
sobre la mesa, hemos hecho propuestas a la Administración Nacional de Puertos sobre el sistema nacional de 
puertos, hemos tirado ideas, nos hemos presentado a todos los foros y debates que pudimos para participar. 
Es un Sindicato que entiende que la actividad portuaria se basa en la confiabilidad de lo que estamos dando; 
no competimos con otras cosas, no tenemos profundidad como para hacerlo. Como todos saben, tenemos 
muchas bondades; se están ganando muchas cargas porque hay conflictos en otros lados, y eso lo sabe todo el 
mundo. Queremos decir que nuestra delegación no vino compuesta de esta forma de manera caprichosa más 
allá del Sindicato, soy trabajador de la Administración Nacional de Puertos, hay compañeros de las estibas, 
de la TCP, de Montecon y de los depósitos: el Sindicato está dispuesto a dar el conflicto que deba dar, en caso 
de que no se llegue a un acuerdo. Deseamos llegar a un acuerdo y que se apruebe esto de forma consensuada, 
pero no queremos que después, en una actividad tan sensible, los mismos Diputados que están aquí o los 
empresarios nos digan que no les hicimos la advertencia, que no contribuimos al diálogo o que no dimos los 
pasos que había que dar. Estamos dando todos los pasos que nos han dicho, pero debemos señalar que vamos 
a dar el conflicto que debemos dar, en función de que, para nosotros, este problema es fundamental. La idea 
es tratar de no llegar a esos conflictos. En el día de ayer, escuché decir al gremio de CONAPROLE que se 
había llegado a un acuerdo con sus trabajadores, lo que me pareció muy bueno. Nosotros apostamos a un 
ambiente de diálogo, pero si eso no sucede, no será por responsabilidad de los trabajadores que conste en la 
versión taquigráfica; el problema lo hemos planteado largamente. En todos los debates con los empresarios 
hemos dicho que este era un problema para los trabajadores. La confiabilidad de la actividad portuaria es 
hacia fuera, pero también debe ser hacia dentro. 


SEÑOR TROBO.- Quiero decir, con todo respeto, que es la primera vez que se me dice que si no 
aprobamos un proyecto de ley determinado, hay un conflicto. En mi historia parlamentaria, esto no 
tiene antecedentes. Francamente, creo que ha sido un mal cierre de esta entrevista, que ha sido muy 
buena. Digo esto con mucho respeto y consideración. 


A mí, el tema me importa. Me preocupa muchísimo que Uruguay avance en lo que hace a los servicios 
portuarios de la mejor forma posible, y me parece que debemos apostar a que haya armonía. Tenemos 
responsabilidad legislativa y se nos somete a la presión de que si no hacemos algo, habrá un conflicto, en el 
que no tenemos nada que ver; en todo caso, el conflicto es responsabilidad de las partes que lo tienen y 
depende de la posibilidad de encontrar un punto de encuentro. 


Digo esto con mucho respeto, pero no puedo quedarme callado porque, reitero, es la primera vez que escucho 
esto. Personalmente, ello no me compromete; yo no estoy comprometido con nadie, solo con un proceso que 
se vive desde el año 1992, que creo que ha dado a la economía del país una gran fortaleza, mucho empleo, 
mucho salario, muchos aportes al Banco de Previsión Social, y que deberá darlo en el futuro también. Creo 
que la lógica es buscar el mejor mecanismo para que eso sea así. 


Quería dejar esa constancia. 


SEÑOR SUÁREZ.- Respeto de igual forma a todo el Cuerpo y, en especial, al señor Diputado Trobo, 
que sé que es un conocedor de los temas. 


Nosotros no hemos dicho ni estamos diciendo lo que se sostiene; no nos estamos escuchando, desde el 
arranque, y lamento eso, por más respeto que haya. En la parte inicial de nuestra intervención fuimos claros 
al decir que queríamos encontrar caminos de consenso y que no veníamos a decir: "Se vota esto o tenemos un 
conflicto". Lo que decimos es que si no se soluciona el problema en lo que refiere a la ley, que es una 
alternativa tal vez, no la única, obviamente tendremos una situación conflictiva. No tenemos otro camino que 
plantearlo a quien nos representa, y el señor Diputado Trobo creo que me representa en alguna instancia. 
Hemos buscado todos los caminos; este es uno más. 


Agradezco que el proyecto recoja parte de las opiniones del Sindicato. Ahora bien: no es lo que nosotros 
planteamos, sino que es una herramienta que nos parece posible. Pero en ningún momento dijimos lo que se 
sostiene; si lo hicimos, nos corregimos. El ambiente de este Sindicato es el diálogo y buscar soluciones. 
Pretendemos que se entienda que, por lo menos para nosotros, este es un problema que hace a la actividad 
portuaria, que tanto preocupa al señor legislador y a nosotros también, porque en ella nos va el trabajo. 


Por lo tanto, el conflicto vendrá si la situación que viven los trabajadores en el puerto, que una y otra vez 
pueden quedar cesantes por los procesos licitatorios, no tiene una solución concreta. En ese sentido 
hablábamos. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- En principio, este tipo de soluciones no son las que más me convencen. 
Me parece que el tema del empleo no se puede enfocar sectorialmente. Tampoco creo en los registros 
como regla general; tal vez en algún caso particular puedan ser una solución. 


Estaba inclinado a votar en contra de esta propuesta pero ahora he confirmado que voy a actuar de esa 
manera, ya que la forma de plantear este tema hace mucho daño al país. Ni siquiera voy a analizar un tema 
sobre la base de que si no lo voto, va a haber un conflicto. Ese tipo de cuestiones no las acepto; es más: las 
rechazo, las repudio. Me parece que esas son las cosas que dañan gravemente al país. 


SEÑOR RAMÍREZ.- No debe haber ningún miedo cuando hablamos de regular el puerto. 


Lo que vinimos a decir acá pasa por llegar a un acuerdo, por buscar la mejor solución y por tratar de 
conseguir un registro que ampare a todos y que sirva a todos. 


Sé que a veces es difícil escuchar la palabra "conflicto". También es difícil ver a los compañeros en el puerto 
con la incertidumbre de que el trabajo a lo mejor no les dura ni diez días, que no tienen ningún tipo de 
cobertura ni de seguridad. 


El SUPRA quiere llegar a un acuerdo. Por supuesto que vamos a hablar del registro y de tratar de encontrar 
un camino que a todos nos lleve por el mismo lado. Debemos tener en cuenta que acá estamos hablando de la 
vida de las personas, de la situación de un grupo de trabajadores sindicalizados y de un grupo de trabajadores 
especializados. 


No estamos invitando a tener un conflicto. Estamos diciendo que estos son problemas muy importantes y que 
los queremos solucionar sí o sí. Pero solucionarlos depende de la voluntad de todos. A veces, no hay voluntad 
de algunas personas. En esos momentos, el obrero se ve en un callejón sin salida y recurre al conflicto. Es 
muy fácil decir: "Esta actitud no la comparto", cuando no se está en el mundo del trabajador portuario, 
cuando no se convive con ellos, con las condiciones en las que trabajan ni con los pocos recursos que poseen. 
¡Hay que verlos viajar veinte o treinta kilómetros en bicicleta desde barrios marginales para trabajar todo el 
día y ganar tres pesos! 


Está claro que no venimos a plantear un conflicto. Venimos a apoyar el proyecto y a tratar de encontrar una 
solución. Pero seguiremos atentos a que no se sigan dando situaciones como las que mencionamos, por 
ejemplo, que se siga echando compañeros, porque algunas empresas limpian su personal y empiezan a 
contratar tercerizados. 


Hay puntos de esta iniciativa en los que podemos llegar a un conflicto, no porque tengamos ganas sino 
porque estamos acá, al igual que ustedes, representando personas, y las tenemos que respaldar. Entonces, 
debemos tratar de encontrar un camino entre todos. 


Nuestra voluntad está, y por eso estamos aquí. Pero esto no quiere decir que detrás de la voluntad no haya 
también la necesidad de hacer muchas cosas para ser escuchados. Y vamos a seguir el camino que sea 
necesario. Sin embargo, no podemos decir de arranque que no compartimos esta iniciativa. Esto significa que 
desde el comienzo, ya no estamos llegando a acuerdo. Desde el principio nuestro compañero marcó cómo era 
el camino: buscamos llegar a un acuerdo y conseguir lo mejor para todos. 


SEÑOR BASTÓN.- A veces a la palabra "conflicto" se le da una dimensión mayor de la que tiene. 


Aquí se dijo que no había referencias de que en la actividad portuaria me refiero al sindicato portuario haya 
habido algún conflicto importante que haya generado distorsión o perjuicio; eso es claro. 


El conflicto es algo subyacente; todos los que estamos acá sabemos que es así. 
Quiero mencionar algo que no es propio del tema, pero ya que hablamos de conflicto me parece importante. 


En el día de ayer se firmó un convenio a treinta meses en el sector de agencias marítimas y en el sector de 
operadores y terminales, que para nosotros es el más neurálgico dentro de la actividad. Inclusive, en común 
acuerdo con los empresarios, ya nos hemos sentado a negociar el próximo convenio. Esto habla a las claras 
de cuál es el espíritu que existe en esta actividad. 


Por lo tanto, la palabra "conflicto" no está expresando una voluntad sino que indica una situación que 
potencialmente puede darse todos los días en cualquier tipo de actividad. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Bistolfi) 


——— Cuando las cosas lamentablemente no tienen una salida, tal vez ese sea el único camino. Sin embargo, 
no significa que expresemos que será la forma final de resolver el problema. 


SEÑOR TIERNO.- Luego de haber escuchado a la delegación sindical, estoy convencido de que desde 
hace mucho tiempo están tratando de solucionar este problema. 


La exposición de los diferentes integrantes de la delegación ha sido muy clara 


Por su parte, los compañeros legisladores del Partido Nacional han expresado de diferente manera su opinión 
sobre este proyecto de ley. 


Como Comisión estamos tratando de solucionar un problema que viene desde hace mucho tiempo. Tenemos 
a estudio un proyecto de ley, invitamos a las diferentes delegaciones para que nos den su opinión y después, 
libremente, vamos a resolver si lo votamos o no. Seguir agregando elementos puede llevar a que se genere un 
contrapunto, como ha sucedido ahora 


Como dije, las exposiciones de la delegación han sido clarísimas; les agradecemos que nos hayan ilustrado en 
este tema, tal como lo hizo el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas, el señor Presidente de la ANP y 
las delegaciones que nos van a visitar, porque nos permiten conocer el tema en profundidad y respaldar el 
proyecto presentado por los compañeros Pozzi, de Toro y Bango. 


Por tanto, considero que seguir dando opiniones respecto a un tema que ya está sobreentendido, va a llevar a 
que suceda lo que pasó recién, es decir, que algunos compañeros legisladores no entiendan o que los 
integrantes de la delegación digan cosas que no hacen al tema de fondo, que es tratar de solucionar el 
problema que ustedes vienen planteando desde hace tiempo y que, en parte, fue recogido por este proyecto. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- En primer lugar, quiero decir que en mi anterior intervención cometí 
el error de no saludar a la delegación ni agradecer su presencia. Quiero subsanarlo y hacerlo ahora 
expresamente. 


En segundo término, me resulta muy valiosa la opinión que tienen, pero no me gusta discutir las cosas 
presionado. Hablamos de un acuerdo. Los uruguayos tenemos un gran acuerdo que es elegir un Parlamento, 
para que este elija libremente. 


No me gusta discutir algo teniendo una espada de Damocles que me diga que si no la voto, va a haber un 
conflicto. Quiero señalar esto en forma serena, pero contundente. Lo digo a modo de aclaración y de 
complemento de lo que manifesté anteriormente. 


SEÑOR POZZI.- En cierta forma somos responsables. Ya discutimos con ustedes y no nos pusimos de 
acuerdo sobre algunos puntos. Elaboramos un proyecto que, seguramente, no es lo que ustedes quieren 
y, mucho menos, lo que deben querer otros que van a venir después que ustedes. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Puig) 
——- Sí es cierto que esto es lo que estamos llevando adelante. 


Hay una cuestión que el sindicato está planteando que a juicio de nuestra fuerza política tiene una razón de 
ser que está siendo contemplada en el proyecto. Por supuesto, esta iniciativa se va a discutir. Algunos van a 
estar a favor, otros, en contra y, otros, seguirán buscando soluciones. 


La responsabilidad que siento se debe a que no quiero hacer algo para que, después, haya un conflicto; eso 
está claro. El conflicto puede estar subyacente, pero esa es una decisión del sindicato, no nuestra. Vamos a 
hacer lo posible para que salga adelante aquello en lo que creemos porque nos parece correcto. En el país hay 
innumerable cantidad de registros, inclusive de trabajadores. Esperamos que esta iniciativa transite el camino 
de los máximos consensos políticos y sociales, porque eso hace que las cosas permanezcan. 


Les pido que nos olvidemos de la última parte de la conversación. Nuestro trabajo es tratar de conseguir los 
consensos; capaz que los conseguimos, capaz que no, pero debemos intentarlo. En las cuestiones políticas y 
sociales algunas veces hay que trabajar más para conseguir los consensos y, otras, menos. Nuestra idea no es 
que lo que redactamos aquí sea patria o muerte. Por eso, junto a los compañeros de la oposición y a los 
sectores sociales involucrados, vamos a tratar de armar algo que tenga un consenso generalizado. 


Entonces, me quedo con las dos terceras partes de la conversación, en la que transitamos el camino del 
diálogo y del entendimiento, que se concretará en un acuerdo más amplio o más chico. Tratemos de 
olvidarnos de la última parte de la reunión, porque no le hace bien a nadie. Creo que el señor Diputado 
Iturralde Viñas tuvo una actitud que hay que destacar. Nuestra idea es trabajar para llegar a un consenso. 
Estamos convencidos de que hay un problema que hay que tratar de corregir para que el puerto del cual todos 
nos enorgullecemos y queremos tener un sistema nacional de puertos sea aun más potente de lo que es hoy, 
respetando a los trabajadores y a los empresarios que invierten y que sacan su ganancia, como no puede ser 
de otra manera. 


Vamos a escuchar a la delegación y a tratar de que esta parte quede en el olvido. 


SEÑOR TROBO.- En general, yo trato de escuchar a las delegaciones y no debatir con ellas, salvo en 
los casos en los que me parece que tengo que hacer alguna puntualización. En este caso la hice porque 
mi conciencia no hubiese quedado tranquila. Además, los visitantes se hubiesen llevado un muy mal 
ejemplo. 


También quiero decir que el estudio de este proyecto de ley no soy miembro de la Comisión pero vine porque 
me interesa el tema tiene varias implicaciones. Acá se nos han señalado varios problemas. En términos 
generales, podemos hablar de la seguridad laboral de la gente vinculada con la actividad portuaria. Ese es un 
capítulo que podría resolverlo un registro aunque, eventualmente, podría ser inconveniente desde el punto de 
vista del negocio o de la actividad. El otro capítulo refiere a la precariedad del trabajador eventual, que podría 
tratarse de manera diferente. Digo esto porque aquí escuché prácticamente la recreación de ANSE para los 
puertos del interior. Además, dentro de este tema, hay otro capítulo que tiene que ver con cómo se paga, qué 
derechos existen y si el trabajador tiene seguro. Yo he escuchado cosas muy importantes aquí. 


De todos modos, hay otro capítulo que es de responsabilidad de la Administración pública, que ya tiene leyes, 
que ya tiene potestades y que ya tiene recursos. No puedo admitir que el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social me diga que no puede ir a controlar un puerto porque no tiene camionetas. No lo admito como 
legislador ni lo puede admitir un trabajador o un empresario porque el señor Ministro de Trabajo y Seguridad 
Social junto con sus funcionarios es quien tiene que controlar lo que pasa en cada actividad laboral del país. 


Yo recojo con una gran preocupación que la Administración Nacional de Puertos no tenga instrumentos para 
controlar lo que sucede dentro del puerto; es más: los jerarcas deberán explicarnos por qué no los tienen. Si 
un administrador público no cumple con su tarea porque no tiene camionetas, recursos, funcionarios, 
capacitación o viáticos, la solución no es crear otro mecanismo de control. Si no funciona el que existe 
¿cómo va a funcionar uno nuevo? 


Obviamente, tendremos que llamar al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social a fin de que nos explique 
el régimen de control para la actividad portuaria. Tenemos que conocer el tema en profundidad. Y el que 
venga acá para decir que no lo está haciendo, no está cumpliendo con su responsabilidad. Lo mismo sucede 
con la Administración Nacional de Puertos. Si no cuenta con herramientas legales, ¿qué necesita para lograr 
que quienes trabajen hoy en día aun sin registro lo hagan en buenas condiciones? Francamente, no creo que 
la solución sea crear el Registro. Además, algunos de los problemas que existen hoy en día están claramente 
identificados como incapacidades o disfuncionalidades del órgano que debe controlar: el BPS, el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, la Administración Nacional de Puertos, etcétera. 


Cuando se nos presenta un tema de tal importancia y dimensión en el análisis de un proyecto de ley, nos 
vemos obligados a revisar qué está pasando. Es por ello que en el marco del tratamiento de este proyecto, 
creo que tendríamos que tener una visión directa de esas dos administraciones públicas para saber qué están 
haciendo y qué les está faltando. Ya hemos recogido de los trabajadores algunas impresiones sobre cuáles son 
las cosas que no se controlan. Hay que controlarlas o reconocer públicamente que no hay capacidad para 
garantizar que los trabajadores sean respetados en sus derechos y para que los puedan ejercer plenamente. 


SEÑOR POZZI.- Quiero aclarar que hoy ya se expidieron sobre este punto la Administración Nacional 
de Puertos y el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Por otra parte, hemos convocado al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para el próximo martes. 


El tema de cómo se regula la eventualidad que es un problema muy grueso va más allá de hasta dónde se 
puede controlar. A mí me consta que está lleno de inspecciones. El problema es cómo se controla a alguien 
que trae gente del Cerro en un camión, que la pone a trabajar tres horas o dos días en el puerto y que luego no 
la trae nunca más. 


Sé que probablemente el Registro no resuelva todos los problemas, pero me parece que orienta y da más 
armas. Además, creo que es positivo para el negocio. 


No se trata de que no haya controles porque me consta que los hay. A veces controlando es difícil obtener 
resultados porque es muy grande la dinámica en cuanto a la entrada y salida de gente en el puerto. Si tiene 
que haber personal eventual para cubrir determinadas tareas, debería ser "permanente" entre comillas y 
tendríamos que saber quiénes son esas personas. Podríamos entrenarlas para las diversas descargas y contar 
con ellas permanentemente; si faltara personal, podríamos recurrir a la gente desocupada y capacitarla para 
trabajar adentro del puerto. 


SEÑOR SUÁREZ.- Así como el señor Diputado Trobo no quiso quedarse con dudas, yo tampoco. 


La intención de nuestro sindicato es explicarles que tenemos un problema y que no queremos que termine en 
una situación conflictiva. Queremos encontrar alguna solución y nos parece bueno que el Parlamento se 
preocupe de estas cuestiones. No quisimos ofender ni presionar a nadie; yo sé que el legislador no va a actuar 
con presiones: no lo hizo antes y lo respeto. 


Creo que a veces damos demasiada trascendencia al tema del Registro, cuando es algo muy concreto. Todos 
sabemos que las empresas portuarias y los operadores están registrados y si uno quiere vender algo al Estado 
también debe estarlo. Entonces, nos preguntamos por qué no estar registrado para trabajar en el puerto. 


En cuanto a lo que sucede en los depósitos, con el personal en los puertos del interior o con un sinnúmero de 
personas que giran alrededor del puerto. Entendemos que hay controles pero hay que saber si son efectivos. 
Una cosa no se hace para toda la vida: hay que buscar alternativas. 


Por otro lado, si de este intento de registro salen medidas concretas, las vamos a aplaudir y habremos 
avanzado muchísimo en tal sentido. 


El tema de dar elementos a las autoridades competentes es fundamental para nosotros. A todos nos pasa hoy 
en el puerto que cuando vemos un problema, nadie puede actuar sin que ello implique un proceso burocrático 
y administrativo enorme. Entonces, la única forma de evitar situaciones conflictivas es actuar rápidamente. 
Es por ello que para este Registro proponemos un órgano que controle y que haya una mesa tripartita; esto ya 


existe en otras ramas. Creo que debemos aprovechar esta oportunidad para tener personal más capacitado y 
para contar con un órgano que capacite a los trabajadores en esta actividad bastante especial. 


SEÑOR PEREIRA.- Quiero aclarar el tema de las inspecciones de la Dirección Nacional del Trabajo 
en el puerto de Nueva Palmira. Hay que señalar que se inspeccionaba una sustancia que se echaba a los 
granos, denominada fosfina sulfato de aluminio, para matar a un insecto que come la espiga de 
determinados cereales. Si los granos llegan a los silos sin ese tratamiento, se pagan por debajo del 
precio. De todos modos, si llegan a los silos con esa fumigación, la sustancia trae serias consecuencias 
para los trabajadores porque es altamente tóxica. Entonces, la inspección debería hacerse en el lugar 
preciso. Digo esto porque cuando se saca el camión y se airean los granos, el nivel de contaminación 
baja. Es por ello que consideramos que el Ministerio debería estar presente en el lugar para controlar, 
en este caso, el tema de la fosfina. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A mi juicio, el trabajo del sindicato no hace más que afirmar la historia del 
movimiento obrero uruguayo en cuanto a propuestas tendientes a resolver situaciones que abarcan al 
conjunto de la sociedad. Es por ello que reconocemos el trabajo del SUPRA, como filial del PLITCNT. 


Por otra parte, quiero destacar la conmemoración del aniversario del plebiscito en que triunfó el "No". 
Muchos sectores se atribuyen la resistencia a la dictadura, pero queremos manifestar nuestro reconocimiento 
al movimiento obrero organizado. 


Les agradecemos toda la información. 
(Se retira de Sala la delegación del Sindicato Único Portuario y Ramas Afines) 
(Ingresa a Sala una delegación del Centro de Navegación) 


——— Damos la bienvenida al doctor Roberto Falchetti, asesor laboral, al contador Daniel Ualde, Director, al 
señor Mario Baubeta, Presidente, a la contadora Leticia Gallarretta, Gerenta, al señor Roberto Mérola, 
Vicepresidente, al doctor Jorge Rosenbaum, asesor laboral y al señor Franciso Sugo, Director. 


Los convocamos en relación con un proyecto de ley que está analizando la Comisión de Legislación del 
Trabajo. También invitamos a los Ministerios de Transporte y Obras Públicas y Trabajo y Seguridad Social, 
al Sindicato Único Portuario y a la Unión de Exportadores del Uruguay, en el entendido de que es positivo 
para la Comisión reunir diferentes enfoques sobre este proyecto que tiende a avanzar en un proceso de 
regulación en la actividad portuaria, basado en disposiciones como la del Convenio 137 de la OIT y que, sin 
duda, atañe a diferentes áreas de la actividad. Ustedes conocen el proyecto, se lo hemos remitido, y por eso 
con mucho gusto los escuchamos. 


SEÑOR BAUBETA.- Muchas gracias por recibirnos y permitirnos exponer nuestra posición con 
relación al proyecto de ley de Registro Nacional de Trabajadores Portuarios 


Queremos dejar en claro que nos mueve un sentimiento nacional; venimos a favor del país y de todos sus 
ciudadanos. 


A partir de 1992, autoridades, empresarios y trabajadores hemos construido un sector marítimo, portuario y 
logístico pujante, basado en una legislación moderna, que nos otorgó ventajas competitivas con relación a 
puertos de la región, y cambió la operativa que se cumplía con anterioridad a esa fecha. 


Trabajadores y empresarios hemos sido responsables de mantener la confiabilidad de los puertos. 
Trabajadores y empresarios sabemos que nuestros puertos están en alta competencia en la región, insertos en 
una lucha de puertos por ser concentradores de cargas. Trabajadores y empresarios sabemos que el 50% de la 
actividad es mercadería en tránsito. El país nació a través del Puerto de Montevideo y este nació como puerto 
de tránsito por su estratégica posición geográfica. Ambos sabemos que nuestros puertos, además de tener las 
profundidades necesarias para los grandes buques que ya llegaron a la región y la infraestructura y la 
superestructura suficientes para satisfacer la demanda de servicios, deben ser absolutamente confiables y 
seguros, y debemos dar servicios eficientes con costos competitivos. Ambos sabemos el resultado si no 
somos responsables en el cuidado de estas condiciones. 


Hoy, en esta Comisión, queremos manifestar nuestra más profunda oposición al sistema plasmado en el 
proyecto, porque consideramos, con absoluta lealtad y sinceridad, que es malo, no solo para el sector 
portuario, sino para el país y su gente. 


¿Por qué creemos con absoluta convicción que es malo para el país? Porque basta con analizar la actividad en 
el sector marítimo, portuario y logístico del país, para ver que hay un antes y un después de la Ley de 
Puertos. 


La situación que vivía nuestro país en materia portuaria estaba generalizada en la mayoría de los países, 
afectando a las economías nacionales, y comenzaron a procesarse las reformas. 


Los cambios estructurales en las economías mundiales y en la región obligaron a la modernización y 
privatización de las actividades portuarias. 


Las experiencias de registros cerrados de mano de obra fueron nefastas para las economías de los países, 
porque llevaron, inevitablemente, a regímenes excesivamente caros, proyectados a la ineficiencia y a la 
conflictividad. 


En Uruguay, como en la mayoría de los países, los sistemas limitaban el derecho al trabajo, y atentaban 
contra la libre contratación de personal por parte de las empresas. 


Los costos eran insostenibles. El Puerto actuaba como una barrera paraarancelaria, afectando negativamente 
al consumidor y castigaba al exportador con sobrecostos que bajaban los niveles de competencia en la 
colocación de la producción nacional en los mercados internacionales. 


No existía la menor noción de lo que era competir y, por lo tanto, la inversión mantenía niveles mínimos y 
muchas veces era deficientemente aplicada. 


La operativa de carga de arroz es un ejemplo elocuente de lo que estoy manifestando. 


Antes de la Ley de Puertos los turnos de trabajo eran de seis horas. La remuneración de los obreros era jornal 
más productividad. La compensación por productividad era tan alta, que obligaba a los arroceros a limitar el 
volumen a cargar por mano turno, de lo contrario, el producto no podía competir en los mercados 
internacionales. Se cargaban hasta dos mil bolsas, equivalentes a cien toneladas por mano turno. El jornal sin 
productividad correspondía a ochenta y dos toneladas y media. Por el saldo cargado, diecisiete toneladas y 
media, se pagaba un plus por productividad. Las cien toneladas se cargaban en dos horas, o sea que había 
cuatro horas de trabajo perdido, y paradójicamente se pagaba productividad. El costo oscilaba entre US$ 17 y 
US$ 19 por tonelada. Hoy el promedio de carga de un buque es de nueve a diez mil bolsas y se han alcanzado 
rendimientos de catorce mil bolsas en una mano turno de ocho horas. 


Todo el que tenga memoria sabe que si Uruguay no hubiera procesado los cambios nuestro comercio 
internacional tendría escasas posibilidades de competencia en el mercado mundial. Nuestros puertos jamás 
hubieran podido aspirar a ser concentradores de carga y nuestro país no hubiese podido consolidarse como un 
centro de distribución regional. 


La eliminación del monopolio de mano de obra un coto cerrado de verdaderos dueños del trabajo portuario 
posibilitó la apertura de empleo y el derecho a todos los uruguayos a aspirar a trabajar en los puertos. Esa 
apertura determinó que los costos portuarios se redujeran, en general, en una tercera parte, y el sobrecosto lo 
dejó de pagar la sociedad en su conjunto. Hubo beneficios para el país y mejoró el nivel de vida de la gente 
en general. 


El artículo 36 de la Constitución de la República garantiza el derecho al trabajo, salvo las limitaciones del 
interés general que establezcan las leyes. 


Aquí lo que anima el proyecto es un interés particular, creando un grupo privilegiado de trabajadores con 
respecto al resto de los trabajadores del país. La verdad es que no es un proyecto solidario. Por ello 
consideramos que un registro cerrado en nuestra actividad será malo para el sector y para el país. 


Nuestra institución tuvo un papel determinante en la instrumentación de los cambios y actuó con la autoridad 
ganada por su trayectoria desde 1916, marcada por una conducta leal, ejercida históricamente con autoridades 
y trabajadores en pro del crecimiento integral del sector y del país, promoviendo ingresos de divisas, mayores 
inversiones y mejor trabajo para todos. 


El personal libremente seleccionado por las empresas debió capacitarse para el uso de moderno equipamiento 
tecnológico, que llegó al crearse las condiciones que fomentaron la inversión. La eficiencia de las 
operaciones alcanzó estándares internacionales. La conflictividad laboral desapareció y se opera las 
veinticuatro horas de los trescientos sesenta y cinco días del año. Negociamos y acordamos en los Consejos 
de Salarios. 


La menor estadía de los buques, el menor costo de escala y mayor captación de cargas en tránsito permitió a 
nuestro comercio exterior participar en la rebaja de fletes internacionales y asegurarse mayor capacidad de 
bodega para los productos exportables. 


Apoyamos decididamente la política que Uruguay lleva adelante contra medidas proteccionistas y restrictivas 
que afecten o puedan afectar nuestro comercio internacional. 


En igual sentido, propiciamos una defensa incondicional de todo lo que contribuya a mantener la 
competitividad de nuestros puertos en la región. 


Por experiencias pasadas se darán cuenta de lo sensible que resulta el término "Registros Cerrados" para 
nuestro sector y para todos los sectores vinculados al comercio internacional del país. Creo que no hay cabida 
para nostálgicos, sean trabajadores o empresarios. 


Permítanme leerles la respuesta de nuestros colegas chilenos a nuestra consulta acerca de su régimen de 
trabajo portuario. El Centro de Navegación envió a varias Cámaras interamericanas información acerca de 
cómo es su trabajo portuario. Dice así: "Valparaíso, 30 de noviembre de 2010.- Estimados Colegas, el 
Convenio 137 de la OIT no se ha ratificado en Chile, y en el año 1981 se terminó con el Registro cerrado de 
trabajadores portuarios, que eran propietarios de una 'Matrícula de Trabajador Marítimo' quienes formaban 
un registro cerrado y solo era posible acceder a él en caso que se aumentaren las plazas, con acuerdo de los 
Sindicatos y el Gobierno o bien por el fallecimiento de algún trabajador matriculado. El Gobierno indemnizó 
a los trabajadores matriculados a la fecha en cantidades que incluso dirigentes de la AFL CIO encontraron 
aceptables.- El sistema portuario con ese régimen resultó sumamente ineficiente y tremendamente caro; ya 
que los trabajadores matriculados arrendaban su matrícula a otros trabajadores, los que accedían al trabajo, 
conocidos como los 'medios pollo", los que a su vez subarrendaban esta matrícula un 'cuarto pollo', quien 
efectivamente trabajaba y por un salario más que digno. En esa época, los mineros del cobre y los 
trabajadores portuarios eran los mejores remunerados del país. Ello influyó en condiciones de trabajo 
privilegiadas y costos incompatibles con la apertura al comercio mundial a partir de finales de la década de 
los 70.- El solo hecho de terminar con el Registro Único de Trabajadores con 'Matrícula', terminó con las 
distintas modalidades de trabajo, los empleadores tuvieron el derecho de elegir a sus trabajadores y éstos 
accedieron al trabajo con su cédula de identidad y haciendo un Curso Básico de Seguridad, significó, según 
un Estudio de la Escuela de Ingeniería en Transportes de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, 
que una nave tipo de la época, cargada con 35.000 metros cúbicos de madera aserrada, obtenía economías 
portuarias que equivalían al costo de navegar 4.300 millas a los mercados consumidores.- La Autoridad 
Marítima tiene registrados a los trabajadores que han acreditado una experiencia mínima o haber efectuado el 
curso, que lo habilita para desempeñarse como trabajadores portuarios, pero no se trata de un 'Registro', sino 
que es la Autoridad Marítima la que les emite una acreditación magnética que les sirve para ingresar a los 
recintos portuarios en los turnos en que se encuentren contratados por alguna empresa de muellaje y sirve 
para controlar que los trabajadores no trabajen turnos seguidos, ya que ello afecta la seguridad de las faenas.- 
Los trabajadores portuarios en Chile son de dos tipos, los contratados por las empresas de muellaje en forma 
indefinida, que se da principalmente en los terminales concesionados y puertos privados, y trabajadores 
eventuales y discontinuos, que trabajan principalmente para distintos empleadores en los terminales 
multioperados o también en terminales concesionados o puertos privados en épocas de peaks.- No existen 
registros cerrados y el empleador tiene la más plena libertad de contratar a los trabajadores que estime 
conveniente.- Atentos saludos, [...] Cámara Marítima y Portuaria de Chile A.G.". 


Se quiere fundamentar y justificar un proyecto que respondió a una realidad operativa de hace cuarenta años. 
Este proyecto tiende a crear condiciones que afectarán a Uruguay como país de tránsito, sumado a las ya 


existentes amenazas por disposiciones MERCOSUR y acciones del Gobierno Central. 


Hemos escuchado en discursos a integrantes del sindicato y leído en pancartas: "no a los eventuales", y hace 
unos días lo discutimos personalmente con el sindicato. Cuando escuchamos ese eslogan la reflexión es: 
¿cómo se va a atender el trabajo portuario de las actividades zafrales que demandan mayor mano de obra? 


Si a todos estos eventuales, para que no lo sean, se les va a asegurar un ingreso garantido, estos costos 
afectarán la competitividad de nuestros puertos. Si no se quiere eventuales, creo que quienes promovieron el 
proyecto se equivocaron, porque la iniciativa fomenta la mayor existencia de eventuales. ¿Por qué? Porque 
copiaron las categorías de las antiguas bolsas de trabajo administradas por ANSE: Registro A, Registro B, 
ambos registros cerrados y Registro C, abierto e ilimitado. 


¿Qué trabajador uruguayo no va a querer estar en el Registro C para algún día alcanzar a ser trabajadores 
privilegiados clase B y clase A? 


¿Qué señal estamos dando a las jóvenes generaciones? 


El Centro de Navegación fundó en 1994 un Instituto de Capacitación con apoyo inicial de la ANP, de la 
Oficina Alemana de Cooperación GTZ y la Organización Trainmar, quienes dictaban los cursos aprobados 
por la UNCTAD. Este viernes termina la quinta generación de la carrera terciaria aprobada por el Ministerio 
de Educación y Cultura: Técnico en Comercio y Transporte Internacional. El Instituto ha registrado más de 
dos mil inscripciones en cursos cortos y en la carrera. La mayoría trabajó o trabaja en empresas de nuestra 
sector. Se dictaron cursos de guincheros en convenio con al JUNAE. Si se aprueba el proyecto, me pregunto 
qué futuro tiene nuestro Instituto, para qué van a estudiar los jóvenes si no van a tener oportunidad de trabajar 
en el sector. El registro cerrado alcanza a todas las categorías empleadas por las empresas que pertenecen al 
Grupo 13, Subgrupo 10. 


La semana pasada fui invitado a dar una charla en un curso de posgrado de Negocios Internacionales en la 
Universidad Católica sobre el Código Aduanero del MERCOSUR. En mi disertación les expuse también 
sobre este proyecto de ley. Una alumna había trabajado diez años en el Puerto de Barcelona. Tenía la 
experiencia de trabajar antes de procesados los cambios. Dijo que era muy difícil trabajar por la alta 
conflictividad. No podía creer que Uruguay, que hace dieciocho años superó el régimen y que goza del 
beneficio que generó el cambio, quiera volver al pasado. 


No se necesita ser visionario, sino solamente tener memoria para saber que lo que se proyecta va a ser malo 
para el país y que sus consecuencias la van a sufrir todos los uruguayos. 


Hoy vamos a crear registros cerrados. Esperamos dieciocho años para darnos cuenta que hace cuarenta años 
cambió el trabajo portuario y ahora debemos dar seguridad al sector de trabajadores. Todos queremos 
seguridad. 


Desde el año 2003 el Centro de Navegación viene reclamando a la Administración Nacional de Puertos la 
actualización de los Decretos Nos. 412/92 y 413/92 para que, entre otras cosas, elimine las incertidumbres 
que sufren los trabajadores y las empresas por el régimen de permisos, que no fomentan la estabilidad de la 
empresa y, por lo tanto, de sus trabajadores. Este es un camino para volver al pasado que no queremos repetir, 
y va en contra de una política de Estado seguida por las tres fuerzas políticas en el Gobierno en los últimos 
veinte años. 


Afirmamos, sin lugar a dudas, que el proyecto de ley constituye una amenaza al Uruguay logístico, a la 
actividad de los puertos, al tránsito de mercaderías a través de ellos y al comercio internacional. Por lo tanto, 
el Centro de Navegación trabajará para evitar la creación de registros cerrados, régimen que fue tan negativo 
en el pasado. Apostamos al futuro de más y mejor trabajo para todos sin exclusiones. 


SEÑOR ROSENBAUM.- Obviamente que nuestras referencias, por nuestro carácter de asesores 
jurídicos, van a tener esa naturaleza. 


Como se sabe, las condiciones de trabajo de los trabajadores portuarios han gozado de la atención de la OIT 
de manera permanente y regular, a tal punto que la Conferencia General del Trabajo ha adoptado, a lo largo 


de su historia, diversos convenios y recomendaciones fundamentalmente relativos a seguridad y salud temas 
que son sensibles, por ejemplo los Convenios Nos. 28 y 32. 


En este contexto, en primer lugar, ¿por qué se sancionó el Convenio N* 137? Las profundas transformaciones 
que sufriera la industria portuaria después de la Segunda Guerra Mundial, especialmente la introducción de 
nuevos métodos de manipulación de cargas, que ha permitido la aceleración de las operaciones, la reducción 
de costos y la disminución del esfuerzo físico de los trabajadores, generaron, en ese contexto es decir, a fines 
de la década del sesenta y comienzos de la década del setenta, la reducción de los niveles de empleo 
requeridos para llevar adelante las operaciones portuarias. Eso motivó que la OIT invitase a los Gobiernos 
precisamente a fines de la década del sesenta, empresarios y trabajadores a analizar la posibilidad de adoptar 
un nuevo instrumento internacional que contemplase esa problemática concreta. Esto llevó, finalmente, a 
sancionar en el ámbito de la OIT hace ya treinta y siete años, exactamente en 1973 el Convenio Internacional 
N* 137 sobre trabajo portuario y la Recomendación N* 145 sobre la misma temática. Al presente, dicho 
Convenio cuenta con veinticuatro ratificaciones de los casi ciento noventa Estados que integran la OIT, 
incluyendo nuestro país, que lo ratificó por el Decreto Ley_N” 14.984, de 24 de diciembre de 1979. 


De lo que viene de decirse se puede afirmar que el objetivo principal de estos dos instrumentos tanto del 
Convenio N* 137 como de la Recomendación N* 145 de la OIT es el de estimular a los Gobiernos a 
establecer políticas nacionales que permitan, en la medida de lo posible, asegurar el empleo permanente o 
regular de los trabajadores portuarios, garantizando períodos mínimos de empleo o ingresos mínimos, para lo 
que se sugiere establecer y llevar registros para los trabajadores portuarios, otorgándose prioridad a quienes 
se encuentren anotados en ellos. 


Por otra parte, el Convenio Internacional claramente apunta a los trabajadores que manipulan carga. 
Conforme al artículo 1” del Convenio y a los párrafos 1 y 2 de la Recomendación, los instrumentos se 
aplicarán a las personas que se dedican al trabajo portuario de manera regular y que obtienen de ese trabajo la 
mayor parte de sus ingresos anuales. 


Según el Convenio, las expresiones "trabajadores portuarios" y "trabajo portuario" designan a las personas y 
a las actividades que la legislación o la práctica nacionales definen como tales. De ese modo, el Convenio no 
establece una definición de esas expresiones sino que remite la determinación a la legislación de cada país. 
Pero si analizamos todos los antecedentes y los informes previos a la elaboración del Convenio Internacional 
así como el propio texto que está contenido en el Convenio N* 137, todos esos antecedentes evidencian sin 
discusiones que el instrumento internacional debe aplicarse exclusivamente a los trabajadores cuyas tareas 
tengan relación con manipulación de la carga. De ello se deriva la ausencia de fundamento para extender las 
regulaciones de convenio a otras categorías de trabajadores cuyo desempeño no esté directamente vinculado 
con la manipulación de carga, ya que la preocupación del Convenio claramente era la de afianzar los niveles 
de empleo de aquellos trabajadores desplazados a fines de los años sesenta y principios de los setenta por la 
introducción de métodos de automatización en las operaciones portuarias. Esto se ve ratificado por lo que 
surge del desarrollo de la reunión de la Conferencia Intenacional del Trabajo N* 90, celebrada recientemente, 
en el año 2002, en la que la Comisión de expertos en aplicación de convenios y recomendaciones del Consejo 
de Administración de la OIT presentó un informe que recoge las memorias de los Gobiernos sobre la 
legislación y las prácticas nacionales relativas al Convenio N* 137. En dicho informe se indica que la enorme 
mayoría de los Gobiernos que respondieron a la cuestión de las definiciones estimaron que la expresión 
"trabajador portuario" se extiende a todo trabajador ocupado en la manipulación de mercancías en un puerto, 
tanto en tierra como a bordo de los buques. Esto lleva, pues, a ratificar que con el pasaje del tiempo, lo que 
enunciábamos al comienzo sobre al alcance subjetivo limitado del Convenio N* 137 es la práctica 
internacional más recibida. 


En tercer lugar, queremos hacer alguna referencia al rol de los registros. Según el artículo 3” del Convenio y 
el párrafo 11 de la Recomendación, los países que ratifiquen el Convenio N* 137, establecerán y llevarán 
registros de trabajadores portuarios en la forma determinada por la legislación o por la práctica nacional. Los 
trabajadores portuarios registrados deberán tener prioridad o exclusividad en el trabajo portuario. En 
contrapartida, estos deberán manifestar que están disponibles para el trabajo. Según expresara la Comisión a 
la que hicimos referencia, el fundamento de que exista un registro de los trabajadores portuarios es que las 
técnicas modernas de manipulación de carga requieren cada vez más el empleo de trabajadores polivalentes, 
formados y capaces de utilizar equipamientos sofisticados. Entonces, para facilitar el concurso permanente de 
personal calificado se considera indispensable controlar el acceso a la profesión a través de un sistema 


adecuado de registro y de colocación, que hoy día podría hacerse a través de la acreditación de competencias 
o de formación profesional, recibida en ese ámbito o instancia que ofrezca garantías suficientes de empleo, de 
salario, de seguridad y de higiene en la prestación de las tareas. 


Interesa señalar este no es un dato menor que en el año 2002 varios Gobiernos indicaron en sus memorias 
que no optaron por un régimen de registro de los trabajadores portuarios: Alemania, Australia, Bahrein, 
Belarús, Colombia, Cuba, El Salvador, Estonia, Filipinas, Namibia, Nicaragua, Nueva Zelanda, Portugal, 
Reino Unido, Singapur y Tailandia. Obviamente, estos son los países que dieron respuesta al informe; otros 
países no la dieron. Sabemos que hay otros países que no tienen registro, pero oficialmente no somos capaces 
de hacer una afirmación de la lista completa. 


Todos estos países comunicaron que la ausencia de registro no significa que esta categoría de trabajadores no 
tenga representación sindical y medidas de protección apropiadas. Los países que no han instalado ningún 
sistema de registro de los trabajadores portuarios disponen, sin embargo, de reglamentaciones específicas 
relativas a los trabajos portuarios y a las condiciones de empleo o de trabajo similares a las que tiene 
Uruguay. Además, ciertos Gobiernos señalaron en ese informe que la afiliación sindical de los trabajadores 
portuarios ofrece una garantía suficiente de protección de sus intereses. Esto está en la página 63 del informe 
precitado. 


En cuarto término, queremos formular algunos comentarios generales sobre el proyecto de ley. 


Una lectura atenta de la iniciativa objeto de consideración por parte de la Comisión nos obliga a efectuar 
algunas consideraciones que creemos indispensables. Lo hacemos con el mejor ánimo, no crítico, sino 
constructivo. 


En primer lugar, hay que significar que, en la hipótesis de que se aprobara el proyecto a tapa cerrada, tal cual 
está redactado sin que esto se tome como una valoración peyorativa para los redactores; lógicamente, cuando 
uno redacta proyectos de ley sabemos perfectamente las dificultades que se generan y las transacciones que 
también surgen para llevar adelante con mayor generalidad este tipo de normas necesariamente requerirá de 
una reglamentación del Poder Ejecutivo a efectos de tornarlo aplicable. En tal sentido, creemos que el 
proyecto contiene importantes omisiones en la regulación en diversos puntos, los cuales solo podrían ser 
subsanados mediante la aprobación de una norma legal complementaria, ni siquiera por un decreto del Poder 
Ejecutivo, y luego fundamentaremos las razones jurídicas que nos llevan a realizar esta afirmación. 
Simplemente vamos a mencionar algunos ejemplos. 


El Registro Nacional de Trabajadores Portuarios previsto en el proyecto no establece cuántos jornales debería 
haber cumplido el trabajador para quedar comprendido en cada una de las categorías A, B y C, cuál es la 
forma en la que el trabajador debería manifestar su disponibilidad para el trabajo, cómo se materializa la 
inscripción y, fundamentalmente, cómo opera la prioridad o el privilegio para la convocatoria. Lo mismo 
ocurre con la gestión del registro. El proyecto no regula cómo se eligen los representantes del Directorio, 
cuáles son las competencias del órgano que administra el registro y cuál es su forma de funcionamiento. Por 
ejemplo, ¿las resoluciones se adoptan por consenso o por mayoría? ¿Existe una mayoría calificada del Poder 
Ejecutivo? 


En segundo término, interesa señalar que creemos que el proyecto se aparta de las prescripciones del 
Convenio N* 137 de la OIT. ¿Por qué? Porque no prevé la participación de las organizaciones representativas 
de trabajadores y de empleadores en la determinación del alcance de las expresiones "trabajador portuario" y 
"trabajo portuario". Como se recordará lo decíamos al comienzo el artículo 2” del Convenio dispone que "se 
deberá consultar a las organizaciones interesadas de empleadores y de trabajadores en cuanto a tales 
definiciones o recabar su concurso de alguna otra forma para la elaboración o revisión de las mismas". 
Reitero: la definición de qué se entiende en cada país específica y concretamente por "trabajador portuario" y 
por "trabajo portuario". 


Cabe aclarar que, la circunstancia de que el Grupo de Consejo de Salario N* 13 más específicamente, el 
Subgrupo 10 tenga carácter tripartito no supone que se pueda considerar que se encuentra cumplida la 
exigencia de consulta a los interlocutores sociales para la delimitación de dichas expresiones, ya que los 
Consejos de Salarios no tienen competencia con la ley anterior ni con la reformulación de la ley de 1943 
hecha por la Ley N* 18.566 para definir los términos mencionados en otra ley, sino exclusivamente para fijar 
categorías a los efectos de determinar los salarios mínimos que les corresponden. 


En tercer lugar, el proyecto tiene un ámbito de aplicación personal que nos parece que excede largamente las 
previsiones del Convenio N* 137 de la OIT. Si bien delega la definición de "trabajador portuario" en la 
legislación o en la práctica interna de cada país, tanto del preámbulo del documento que llevó a la aprobación 
del Convenio N* 137, como de la Recomendación y de la doctrina que luego fue estableciendo la Comisión 
de expertos de la OIT se desprende claramente que la preocupación del instrumento internacional es la 
regulación de los trabajadores dedicados a operaciones de manipulación de la carga. 


En el caso del proyecto, la referencia al Consejo de Salarios del Grupo 13, Subgrupo 10, puede incluir 
categorías que no guardan relación alguna con la finalidad del Convenio N* 137. Lo mismo ocurre con los 
trabajadores contratados por la Administración Nacional de Puertos y/ o empresas de servicios portuarios 
tercerizados por esta, expresiones permítasenos decirlo sumamente amplias, vagas, difusas, que podrían 
incluir a trabajadores cuyas tareas no tienen vinculación alguna con los procedimientos de carga y descarga 


Si así fuese, el proyecto podría estar consagrando un régimen de contratación o de colocación laboral 
sumamente rígido y sin amparo en el Convenio N* 137, más allá del ámbito que inicialmente pretendió o 
pretende delimitar el propio Convenio Internacional de la OIT. 


En cuarto término, es importante resaltar que el proyecto no establece regulación alguna sobre garantía 
mínima de jornales o ingresos para los trabajadores portuarios incluidos en el Registro. De acuerdo al 
proyecto, la forma de estimular, en la medida de lo posible, el empleo permanente y regular de los 
trabajadores portuarios aquejados por el desempleo existente a fines de los años sesenta y comienzo de los 
setenta es mediante el instrumento de otorgar prioridad para el trabajo portuario a los trabajadores inscriptos 
en el Registro, especialmente los incluidos en la Categoría A. 


Finalmente, interesa señalar que el proyecto otorga competencias al Directorio del Registro en materia de 
fiscalización de seguridad e higiene y de condiciones de trabajo que invaden las competencias legales 
conferidas al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Como se dijo, el Convenio N* 137 solo exige que 
exista un sistema de fiscalización, por lo que en aquellos casos en que ya esté previsto en la legislación no 
correspondería duplicarlo. En los hechos, nuestro país ratificó el Convenio N* 135, la Administración anterior 
de Gobierno instrumentó la aplicación práctica del Convenio N* 155 y la Inspección General del Trabajo no 
solamente tiene atribuciones y competencias específicas en esta materia, sino que además desarrolla en un 
ámbito tripartito sectorial múltiples estructuras relacionadas con la vigilancia, con la prevención y con la 
supervisión de todo lo que tiene que ver con la eventual siniestralidad o condiciones de trabajo en sectores 
que, como los del puerto, pretenden incorporarse en este proyecto de ley. 


Existen algunos aspectos particulares del proyecto de ley que no quisiéramos pasar por alto en esta misma 
línea. 


El Convenio y la Recomendación de la OIT no imponen modalidades particulares en lo que concierne al 
establecimiento de registros. Estas modalidades deben ser determinadas por la legislación reitero de cada 
país. Lo que prevé el proyecto en su artículo 6” es que "el número de trabajadores de la Categoría C 
eventuales y ocasionales será ilimitado y del mismo se proveerán, en primera instancia, los trabajadores 
correspondientes a la Categoría B eventuales con un número mínimo de jornales trabajados y la Categoría A 
permanentes que son aquellos que superan cierto número de jornales trabajados". 


Estimamos que esta solución es muy diferente a la prevista en el Convenio N* 137 de la OIT, ya que este no 
establece la posibilidad de que si en una clase de registro se agota la lista por falta de inscriptos porque no 
aceptan la oferta de trabajo o porque el trabajador no reúne las calificaciones exigidas para esta tarea el 
empleador deba recurrir obligatoriamente a otra clase. 


En todo caso, en virtud del principio de libertad de industria y de libertad de contratación, la solución debería 
ser la contraria: agotado el registro, el empleador debería quedar en libertad de seleccionar al empleado que 
reúna las condiciones que estime convenientes y adecuadas, aunque después tenga que cumplir con el 
requisito formal de inscribirse o de ingresar en reemplazo en el registro. 


Otra observación consiste en que el proyecto de ley establece que la definición de trabajador portuario se 
remite a las categorías comprendidas en el Grupo 13 y Subgrupo 10 de los Consejos de Salarios. 
Reafirmamos que la técnica legislativa que se utiliza en este proyecto, que implica definir mediante una 
remisión o un reenvío a lo dispuesto en una norma derivada de otro órgano en este caso, del Consejo de 


Salarios, resulta inadecuada. A vía de ejemplo, si en el futuro las actividades portuarias quedan comprendidas 
en otro grupo o si se crea otro subgrupo, la remisión puede ser un salto al vacío. Del mismo modo, no parece 
brindar seguridad jurídica que la definición de trabajador portuario y de trabajo portuario quede en manos de 
un Órgano que dicta decisiones por mayoría simple de sus componentes sobre categorías y salarios mínimos. 


Por otra parte, corresponde recordar que el segundo párrafo del artículo 1 del Convenio Internacional de la 
OIT establece que la determinación de cuáles son los trabajadores a los que se aplica el régimen de registro 
portuario debe ser realizada con la necesaria y obligatoria participación y consulta de trabajadores y de 
empresarios, lo que no resultaría debidamente cumplido a través del mecanismo de reenvío que se prevé en el 
proyecto de ley, por más loable que sea la solución. 


En tal sentido, con carácter general puede señalarse que la participación de los interlocutores sociales en la 
regulación laboral y, particularmente el denominado tripartismo, se han erigido en un principio general del 
Derecho del Trabajo y constituyen una reafirmación democrática de su funcionamiento. 


En reciente dictamen que emitió el Comité de Libertad sindical con relación a la sanción de la Ley_N* 18.566, 
del Sistema de Negociación Colectiva, se recuerda que en numerosas ocasiones se ha subrayado la 
importancia de que en las consultas reine la buena fe, la confianza y el respeto mutuo y de que las partes 
tengan suficiente tiempo para expresar sus puntos de vista y discutirlos en profundidad con el objeto de poder 
llegar a un compromiso adecuado. 


Asimismo, la Recomendación N* 152 de la OIT establece que el objeto de la consulta debe incluir, entre otros 
temas, la elaboración y la puesta en práctica de medidas legislativas o de otra índole para dar efecto a los 
convenios y recomendaciones internacionales de trabajo y, en particular, a los convenios ratificados por cada 
Estado Miembro. 


Por su parte, debe recordarse que en el numeral 1 del artículo 2* del Convenio N* 144 sobre consultas 
tripartitas para promover la aplicación de las normas internacionales del trabajo se dispone: "Todo Miembro 
de la Organización Internacional del Trabajo que ratifique el presente Convenio se compromete a poner en 
práctica procedimientos que aseguren consultas efectivas, entre los representantes del gobierno, de los 
empleadores y de los trabajadores, sobre los asuntos relacionados con las actividades de la Organización 
Internacional del Trabajo a que se refiere [...]" dicho Convenio. 


Teniendo presente lo antedicho, la solución prevista en el proyecto de ley no parece adecuarse a los 
principios establecidos en la normativa de la OIT específica sobre el tema portuario o general, sobre la 
consulta tripartita. 


Haré una precisión más. El Convenio Internacional de la OIT N* 137 delega en la legislación nacional la 
determinación de las categorías que comprenderá el registro, por lo que debería utilizarse una variable muy 
importante: la capacitación o formación profesional para inscribirse. Naturalmente, ello llevará a una 
acreditación de competencias. Aún más: la compulsa de los antecedentes del Convenio demuestra que, en 
general, se exige cierta capacitación, por lo menos mínima, para ingresar a los registros. 


Nos permitimos formular un comentario final. Creemos que el proyecto de ley es confuso, muy amplio y 
general, a tal punto de que si no existe una norma legal posterior que lo complemente, difícilmente pueda 
tornarse operativo su contenido y, especialmente, mantenerse en un esquema de legalidad o de 
constitucionalidad. ¿Por qué? Porque es importante destacar que conforme con nuestro régimen 
constitucional, no es válido que esa regulación posterior pueda hacerse mediante una simple reglamentación 
del Poder Ejecutivo, ya que el poder reglamentario que posee se limita a aspectos operativos de la norma 
legal, pero a través de ese mecanismo un decreto o una resolución no puede llenar vacíos que dejó el 
legislador y, mucho menos, crear derechos y obligaciones, so pena de invadir competencias del Poder 
Legislativo. 


Precisamente, la denominada "reserva legal", definida como el conjunto de materias cuya regulación la 
Constitución comete exclusivamente a la ley y que, por consiguiente, no pueden ser regidas por actos 
jurídicos de rango inferior, es el principio que impediría que el Poder Ejecutivo, bajo el argumento de 
reglamentar una futura ley de registros, llenase por esa vía todos los espacios que dejaría abierto el legislador. 


También se ha dicho que la reserva legal significa la afirmación de que ciertas materias especialmente 
importantes han de ser objeto exclusivo de la regulación por ley, sin que el poder reglamentario general, 
como poder independiente de la ley, pueda entrar en ellas. Tal es el caso del derecho a la libre contratación 
laboral y a la libertad de empresa, las cuales solo pueden ser limitadas por norma legal, basada en razones de 
interés general, según establecen Eduardo García de Enterría y Tomás Ramón Fernández en la página 216 del 
libro "Curso de Derecho Administrativo", edición de Civitas, Madrid, en 1980. De ahí que no puedan 
reglamentarse estos derechos exclusivamente por vía reglamentaria del Poder Ejecutivo. 


El principio de reserva legal constituye un principio sobre fuentes del derecho; importa el reconocimiento de 
determinadas materias cuya regulación, sin perjuicio de lo que pueda surgir directamente de la Constitución, 
solo podrá realizarse mediante la expedición de actos que, sancionados por el Parlamento, cuenten con la 
máxima autoridad democrática. 


Entre las zonas de reserva legal cobra especial relevancia lo atinente a las limitaciones o restricciones a los 
derechos fundamentales, como son los que se acaban de mencionar. Al respecto, nuestra Constitución parte 
de la base de que los habitantes, como individuos de la especie humana, por el solo hecho de ser personas 
humanas, ya tienen ya tendrían, aunque la Constitución no lo estableciera una esfera de derechos 
fundamentales que constituye un mínimo respecto del cual la Constitución y las demás normas jurídicas no 
hacen sino precisar, reglamentar y garantir; eso está establecido en la página 93 del libro de Derecho Público, 
del doctor Horacio Cassinelli Muñoz, editado en Montevideo, en el año 2002. 


Si bien la Constitución consagra el derecho a ser protegido en el goce de los referidos derechos preexistentes, 
se prevé la posibilidad de que determinadas manifestaciones concretas sean limitadas, siempre que se cumpla 
con una doble garantía: en primer lugar, que la limitación se realice por acto legislativo nacional, lo que es 
una garantía formal y, en segundo término, que cumpla determinadas exigencias materiales, lo que significa 
una garantía sustancial. Así resulta nos parece que con total claridad de la lectura de la Sección II de la 
Constitución, titulada "Derechos, Deberes y Garantías" y, particularmente, de lo preceptuado en los 

artículos 7?, 10 y 72 de la Carta. Sobre el punto se ha dicho que cuando se deben adoptar decisiones que 
implican fuertes limitaciones o afectaciones en los derechos básicos de los ciudadanos o habitantes, es lógico, 
democráticamente hablando, que estas decisiones también estén rodeadas de garantías democráticas. ¿Qué 
mejor garantía puede existir que conferir la competencia al órgano representativo por excelencia, al Cuerpo 
en el que están representadas todas o prácticamente todas las tendencias sociales relevantes, como es el 
Parlamento? 


Por todo ello, de aprobarse el proyecto de ley sin ningún cambio, podría ser objeto de importantes 
cuestionamientos desde la óptica de su adecuación a los principios constitucionales o, eventualmente, si su 
reglamentación fuera administrativa, inclusive a los principios legales. 


SEÑOR FALCHETTI.- Soy asesor laboral del Centro de Navegación. Como abogado, reiterando lo 
que afirmó el profesor Rosenbaum, mis comentarios también serán de índole jurídica. 


En la exposición de motivos del proyecto de ley se afirma que el Convenio N* 137 regula el trabajo portuario. 
En realidad, el citado Convenio de la OIT no regula con carácter orgánico el trabajo portuario, sino solamente 
aspectos muy concretos de él y formula previsiones básicamente destinadas a impedir que los cambios en los 
métodos de manipulación de cargas determinen una baja en el nivel de empleo. Para prevenir estas 
eventualidades, el Convenio prevé crear registros con prioridad laboral para los registrados. En ese contexto, 
desde nuestra óptica, no se puede sostener como hace el proyecto que la ley sea necesaria para cumplir el 
Convenio N* 137 de la OIT, ya que no existe evidencia alguna de que cambios en los métodos de 
manipulación de las cargas hayan determinado la baja del nivel de ocupación en el sector, que como 
expresamos es el presupuesto del cual parte el Convenio N* 137 de la OIT. Es más: como se recordaba, el 
citado Convenio de la OIT fue aprobado en 1973, cuando surgió el contenedor y otros métodos nuevos, en 
ese entonces, para manipular la carga. A casi cuarenta años de dicha circunstancia, la realidad de nuestros 
puertos no indica una baja del número del personal ocupado, sino todo lo contrario. 


No solamente el proyecto de ley no es necesario para cumplir el Convenio de la OIT; el proyecto de ley va 
mucho más lejos, previendo soluciones no contempladas en el Convenio de la OIT, que en algunos casos 
puede comprometer derechos fundamentales de la otra parte de la relación laboral, o sea, el empleador. En 
ese sentido, el proyecto de ley establece un registro cerrado y determina que, en efecto, solo podrá ingresarse 


a él computando determinado número de jornales, pero no especifica cuál. El personal debería tomarse, 
necesariamente, de ese registro, recurriendo primero a la categoría "A", luego a la "B" y, después, a la "C", lo 
que limita severamente la libertad de elección del empleador para elegir a sus trabajadores y también la 
libertad del trabajador para elegir a su empleador. 


Hace mucho tiempo que el derecho laboral asumió, sin discusiones, que la relación de trabajo no involucra 
solo aspectos patrimoniales, sino que también elementos personales. La Declaración de Filadelfia del año 
1944, antecedente inmediato de la OIT, estableció, en términos que han devenido clásicos, que el trabajo no 
es una mercancía, y se inscribe en la siguiente corriente de pensamiento: el trabajador no es un simple 
suministrador de energía, sino una persona. En otras palabras, la relación laboral no solo involucra aspectos 
patrimoniales, sino también personales. Así se explican derechos y obligaciones derivados de esa relación, 
como, por ejemplo, el deber de lealtad, el deber de respetar la conciencia moral y cívica del trabajador, 
etcétera. 


En este contexto, el derecho de seleccionar libremente a sus trabajadores, forma parte irrenunciable de los 
derechos fundamentales del empleador. 


Cuando un empleador contrata a un trabajador, no se limita a recibir un número de registro sino que está 
seleccionando a un colaborador. Por ello debe tener absoluta libertad, con la única limitación de no caer en 
discriminaciones prohibidas por la ley. Igual criterio se aplica cuando es el trabajador quien selecciona a su 
futuro empleador. 


Para nosotros, la empresa es la que genera riqueza y proporciona empleo genuino. En este contexto, el 
empleador debe ser protegido en su derecho de propiedad. Esta protección es inseparable de la libertad de 
comercio e industria. Uno y otros derechos constitucionales del empleador integran el elenco de requisitos 
indispensables de la libertad en general. 


El hecho de obligar a un empleador a tomar a sus trabajadores de un registro cerrado como se proyecta, 
desconoce el derecho de propiedad de la empresa y la libertad de comercio e industria. Además, introduce 
elementos de rigidez incompatibles con una eficiente administración de los recursos, sobre todo, en un lugar 
estratégico como los puertos, cuyo correcto funcionamiento no debería interesar solamente a los empresarios; 
estamos seguros de que no es así. 


En consecuencia, no es válido fundamentar la necesidad de un proyecto de ley en lo dispuesto por el 
Convenio 137 de la OIT. 


El segundo fundamento mencionado en la exposición de motivos del proyecto, alude a posibles 
privatizaciones y licitaciones que podrían afectar el nivel de empleo de los trabajadores especializados. 


La posibilidad de alguna privatización o acto licitatorio futuro, eventual, de ninguna manera justifica privar 
con carácter general a los empleadores portuarios del derecho fundamental de elegir libremente a sus 
trabajadores, y viceversa. Es más: en las condiciones de una licitación es frecuente poner cláusulas que 
obliguen al oferente a incluir previsiones para la absorción total o parcial de cierto personal. Si no 
recordamos mal aunque pasó hace bastante tiempo, eso fue lo que sucedió cuando se realizaron licitaciones 
luego del cierre de una conocida empresa de transporte; concretamente, me refiero a ONDA. 


En este aspecto, el Convenio 94 de la OIT también ratificado por Uruguay refiere a contratos de las 
autoridades públicas con privados. Este Convenio prevé una serie de garantías para los trabajadores 
involucrados en ese tipo de contratos, incluyendo que la autoridad competente, o sea, el Estado, previa 
consulta con las organizaciones profesionales, determine los términos de las cláusulas que deban incluirse en 
esos contratos. 


En este contexto, existen las condiciones para que una eventual privatización o licitación contemple la 
situación de los trabajadores, inclusive con la participación de las organizaciones empresariales y sindicales. 


En suma, para nosotros ni el Convenio 137 de la OIT ni la eventualidad de privatizaciones o licitaciones, 
justifican este proyecto de ley. 


Actualmente, el nivel de empleo no está amenazado por métodos de manipulación de cargas. Es más: en las 
bases de las futuras licitaciones se pueden contemplar mecanismos de salvaguardia del nivel de empleo, todo 
ello con garantías, derivada de la participación de los empresarios y de los sindicatos. 


SEÑOR POZZI.- Saludamos la presencia de los integrantes de la delegación. 


Puedo asegurar que esta comparecencia, al igual que la anterior del sindicato y las que vendrán, ha sido 
esclarecedora con respecto a las diferentes posiciones que tenemos y ha servido para abrir la cabeza en un 
montón de aspectos. 


Aclaro que soy uno de los firmantes del proyecto y que tuve bastante que ver en él, aunque no con la 
solvencia jurídica que tienen los doctores Rosenbaum o Falchetti, a quienes hemos consultado por otros 
temas. 


Quiero dejar claros algunos puntos, sobre todo, relativos a lo que dijo el señor Baubeta. 


Está claro que mi intención el señor Baubeta me conoce bien no es afectar el comercio exterior. Ninguno de 
los que estamos aquí pretende afectar el comercio exterior, la operativa portuaria, la libertad de empresa, 
cerrar empresas ni nada que se le parezca y, mucho menos, atacar al país. Digo que me conoce bien porque 
hemos estado "militando" entre comillas por problemas que afectaban esta área y que no tenían nada que ver 
con lo que hacíamos nosotros; tenían que ver con terceros que perjudicaban todo lo que mencionó el señor 
Baubeta. Es decir que hemos militado conjuntamente. Si no me equivoco, dentro de unos días se va a 
empezar a tratar un proyecto de ley para corregir esos problemas. De manera que ninguno de los que 
firmamos este proyecto, ni la fuerza política que represento ni ninguno de los integrantes del espectro político 
que está acá vote o no este proyecto, está para ninguna de esas cosas. 


Por otra parte, nadie quiere volver a la bolsa de estiba. Si bien de eso sacaron partido los trabajadores, 
también lo sacaron las empresas. No vamos a decir que todo es culpa de que los trabajadores se llevaban 
todo, porque todo el mundo sacó partido de aquello. Y en algún momento la sociedad entendió que eso no 
podía seguir. 


Además, las cosas son diferentes porque el mundo marítimo cambió. La aparición del contenedor transformó 
todo. Inclusive, la ley de puertos estuvo asociada a un mundo que cambió; había que aceptar que el cambio 
existía. Nadie dice yo no voy a arriesgarme a decirlo que el cambio fue perjudicial. Estuve adentro del puerto 
en la época vieja, cuando era un gurí. Ahora, voy habitualmente y tengo contacto con el ambiente marítimo. 
Entonces, comparo las situaciones y sé lo que era una cosa y lo que es otra. Conozco lo que era la navegación 
antes, y lo que es ahora, porque la viví. 


Por lo tanto, en esto no hay ninguna intención de querer volver al pasado. Tal vez ustedes interpreten que el 
proyecto plantea eso; es legítimo. No pretendía que dijeran que estaba bien; al contrario. Pero, reitero, esa no 
es la idea. Ni siquiera es la idea de los trabajadores; ustedes conocen bien su posición porque han hablado 
con ellos de todo esto. Si el proyecto deja entrever eso o desde el punto de vista jurídico como lo planteaba 
muy bien el doctor Rosenbaum y Falchetti eso es lo que trasmite, estamos dispuestos a corregirlo. 


Hay un elemento que me gustaría compartir con ustedes para ver si en esto estamos cerrados. Si fuera así, no 
habría nada que discutir, pero si no, tendríamos la posibilidad de analizar algunos aspectos. 


La actividad portuaria no es la misma que antes, entre otras cosas, porque hay empresas privadas que tienen 
plantilla de trabajadores con las que negocian. Tienen intercambios con el sindicato en los Consejos de 
Salarios y, diariamente, por muchísimos problemas que se presentan. Entonces, nadie está pensando en 
cambiar eso. 


Además, no recuerdo que desde el año 1992 hasta ahora haya habido grandes conflictos portuarios. Esto se 
debe a que ustedes y el sindicato han sabido ponerse de acuerdo y llegar a soluciones, a pesar de que desde 
1990 hasta 2005 no hubo Consejos de Salarios. Supongo que no hubo conflictos porque ambas partes 
encontraron el camino para que el negocio siguiera y fuera beneficioso para todos. 


Entonces, no preveo una situación de conflicto por que exista un registro. Creo que eso no está en la mente de 
los involucrados: ni en la del sindicato, ni en la de ustedes y, mucho menos, en la nuestra. 


A lo mejor, el camino a seguir es el que planteó el doctor Falchetti con respecto a la puntuación en las 
licitaciones; esto también se planteó en la reunión anterior y nosotros no lo vamos a desestimar. Sí queremos 
proteger capaz que no coinciden con nosotros al trabajador portuario, que hoy no es el que era antes, entre 
otras cosas, porque está especializado. Antes el trabajo consistía en agarrar la pala, meter brazos y piernas y 
laburar, porque los barcos eran así. Hoy, el trabajador no tiene que ser un fenómeno, pero debe tener cierta 
preparación. Algunos manejan grúas pórtico o las que sean que cuestan alrededor US$ 1:000.000. También es 
necesario tener mecánicos que las arreglen. Todo se puede aprender en la vida, pero aprender lleva tiempo: 
hay que conseguir la persona y entrenarla en el uso de un aparato en particular; además, algunos aprenden 
más rápido y, otros, demoran más. 


Nuestra intención es que si mañana se cierra un espacio, se licita y viene otra gente, no se pierda la experticia 
que ya hay. Nadie quiere atacar la libertad de empresa; simplemente no queremos que se pierda la experticia. 
Por ejemplo, cuando el frigorífico cambió de firma, setenta trabajadores perdieron su puesto. Vinieron otros 
setenta, pero los que ya estaban, que tenían experticia en el asunto, se quedaron sin trabajo. Si podemos 
aprovechar el conocimiento de esas personas, ¿por qué lo vamos a perder? Estamos hablando de una 
inversión que hizo una empresa y, también, la sociedad, entonces, ¿por qué perderla? A lo mejor el camino es 
puntuar las licitaciones; no estamos cerrados a discutir. Simplemente, queremos saber si hay caminos de 
entendimiento. 


Por otra parte, ni nosotros ni el sindicato decimos que la empresa no puede tomar otra gente. Si una empresa 
precisa más personal, por ejemplo un operario de grúa calificado, y entre los trabajadores que tienen no hay 
quien pueda realizar esa tarea, debe tomarlo de otro lado. Nadie pretende que manden a cualquier persona a 
manejar una grúa; eso no está dentro de lo que nosotros pensamos. Sí decimos que se puede capacitar gente 
que ya tiene una cierta experticia portuaria y que podemos invertir en ellos. ¿Cuál sería la razón para no 
hacerlo? 


También quiero referirme a los trabajadores eventuales, que son muchos. Hace tres o cuatro días estuve 
preocupado por el problema de los trabajadores eventuales en la carga y descarga de la pesca. A raíz de todo 
este lío hubo reclamos de algunos armadores, que decían que la gente que trabaja ahí no tiene ropa, zapatos 
ni nada y que viene, descarga el pescado y se va. Nos preocupamos por este tema y vimos que algunos 
eventuales trabajan solo por dos días; los van a buscar, trabajan y se van. Entonces, ¿no es posible generar 
una especie de bolsa de eventuales, que sirva para trabajar en la zafra del arroz, en la carga y descarga de 
pescado para que no sea cualquiera el que viene a trabajar en determinado momento? Si mañana faltan 
eventuales, dejamos entrar más gente que esté en el mercado, y le damos un curso de capacitación. Nadie está 
pensando en que se cierre lo que ustedes están haciendo, porque van por el buen camino. Lo que planteamos 
es que haya un organismo que explique cómo es el puerto, cuáles son los peligros y demás y que no entre 
gente al barrer, que se haga a la buena de Dios, porque a algunos les va bien y, otros, se rompen una pierna. 
¿No podremos trabajar para que haya una lista de eventuales acotada, con gente que podamos capacitar? 


Se podría asignar el personal de acuerdo con los barcos que vayan llegando al puerto; de todas maneras, 
habría que registrar a los trabajadores y anotarlos en el BPS. Eso no sería muy descabellado y no afectaría la 
dinámica; solo habría que ponerse de acuerdo. Quizás la redacción esté mal en ese aspecto. 


Esto va a solucionar muchas cuestiones que afectan al trabajador. No creo que el Convenio N* 137 de la OIT 
afecte la mano de obra pero todos sabemos que todo cambia con mucha velocidad, inclusive las cuestiones 
marítimas. En realidad, la aparición del contenedor no sorprendió ni afectó la mecánica del puerto porque 
creció. Pero ¿qué sabemos con respecto a los cambios tecnológicos en un momento determinado? De todos 
modos, si hay empleo ¿debemos desperdiciar la capacitación de la gente? ¿Eso es bueno para el país, para las 
empresas o para los trabajadores? 


Sinceramente, yo miro el proyecto como un disparador y para encontrar puntos de coincidencia. Todos hemos 
aprendido, en especial, en el puerto. Ustedes han cultivado una relación con los trabajadores que permanecerá 
en el tiempo. 


Más allá de las objeciones legales que se han planteado y de las cuestiones de carácter general, esta es nuestra 
idea, que podrá estar o no representada en el proyecto. Nosotros queremos encontrar una solución 


consensuada política y socialmente y vamos a trabajar en tal sentido. Sabemos que se trata de un lugar 
sensible. Luego se verá las condiciones para el Registro. 


En definitiva, no hay que perder la experticia y sería muy bueno contar con un órgano para capacitar a los 
eventuales. Todos sabemos que el puerto está muy bien regulado y creemos que el Registro podría ayudar a 
dar trabajo a la gente. 


SEÑOR BAUBETA.- Hemos trabajado muy lealmente junto con el señor Diputado Pozzi en el tema del 
embargo a los buques pesqueros y conoce nuestra posición con respecto a su persona. 


Desde el principio, nosotros reconocimos la responsabilidad del sindicato y de las empresas en cuanto a 
mantener la confiabilidad en el puerto. Se dice que paró el puerto, pero no es así: paró la Aduana y los 
transportistas bloquearon el acceso al puerto. El sindicato ha sido sumamente responsable, tenemos un 
diálogo muy fluido y hemos acordado en la mayoría de los Consejos de Salarios. 


Por otro lado, también dijimos que no había cabida para los nostálgicos, sean trabajadores o empresarios. 
También remarcamos el hecho del registro cerrado y el no tener posibilidad de elección. Hemos mostrado 
experiencias de Europa y de Sudamérica inclusive la de Uruguay con registros cerrados y con la 
imposibilidad de elegir. No queremos que un registro cerrado nos lleve a lo que sucedió en el pasado, algo 
que ocurrió en muchos lugares del mundo; esta es nuestra objeción. 


Estamos abiertos para conversar. No digo que ustedes hayan redactado el proyecto de ley con el fin de 
perjudicar al país, pero queremos alertar que un registro cerrado con la imposibilidad de elegir al personal no 
es una buena solución; esto se ha superado desde hace treinta años en todo el mundo. 


SEÑOR FALCHETTI.- El Centro de Navegación está dispuesto a conversar. De todas maneras, quiero 
saber si se ha pensado en alguna instancia concreta para hablar de estas cosas, a fin de que no quede 
como un enunciado genérico o de intenciones. ¿Se ha pensado en algo o se pretende que nosotros 
hagamos alguna propuesta? 


SEÑOR POZZI.- En principio, queremos buscar consensos. Ya hemos hablado con el sindicato y con 
diversos actores y la próxima semana vamos hablar con otras delegaciones. Luego, hablaremos con el 
señor Presidente de la Comisión a fin de generar algún ámbito para reunirnos, con la participación de 
todos los que quieran trabajar. Pretendemos llegar a una solución con el máximo consenso político y 
social. 


SEÑOR BAUBETA.- Olvidé señalar que el proyecto también abarca a los empleados administrativos. 


Por otra parte, hemos reclamado a la Administración Nacional de Puertos que adecuara los Decretos N* 412 y 
413 de 1992 porque ahí nació la mayor preocupación del sindicato. Lo único que ha cambiado en cuanto a los 
permisos es su plazo: antes era de tres años y ahora de cinco. Entonces, si una empresa invierte 

US$ 20:000.000 o US$ 30:000.000 y luego de cinco años quiere licitar, como la Administración funciona 
como una inmobiliaria, puede perder por un centésimo porque no hay ningún puntaje o categorización para 
reconocer el buen o mal trabajo realizado. De esa forma, puede desaparecer la empresa y también sus 
trabajadores. A lo mejor, deberíamos atacar ese tema y no hacer un Registro cerrado. 


SEÑOR FALCHETTI.- ¿Cuándo estiman que podríamos comunicarnos para constituir ese ámbito de 
trabajo? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos convocado a varias delegaciones para hoy. La Cámara de Industrias 
no pudo concurrir y lo hará la próxima semana. La Unión de Exportadores ni siquiera nos comunicó 
que no podía asistir pero, tal vez, la recibamos la próxima semana. Vamos a recibir al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. Posteriormente, se podría iniciar algún proceso de intercambio más fluido 
para avanzar. Recién el próximo martes podríamos tener un estado de situación y en ese momento nos 
comunicaríamos con ustedes, entre otros actores. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Después de que terminemos la ronda de consulta y de que 
dialoguemos en la Comisión, podríamos llamarlos para comentar algo acerca de los eventuales 
acercamientos. Hay cierto consenso en cuanto a mejorar algunas cosas. Debemos estudiar el tema, 
sobre todo, partiendo de la base de que hay una actitud abierta al diálogo. Lo que más me preocupa es 
el hecho de tener las listas cerradas y con prioridades, pero si se trata de un Registro con cierta 
flexibilidad, podríamos tener algún acercamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos su presencia y nos estaremos comunicando. 


(Se retira de Sala la delegación del Centro de Navegación) 
(Ingresa a Sala una delegación de AEBU) 


——— Con mucho gusto la Comisión de Legislación del Trabajo recibe una delegación de AEBU, integrada 
por los señores Fernando Acosta, Consejero de Sector de Banca Oficial, y Darío Mendiondo, Consejero 
Central. 


Ustedes plantearon ser recibidos por la Comisión por una preocupación notoria que manifestaron en 
reiteradas oportunidades, en procura de hallar una solución a la situación de conflicto, y nos consta que el 
gremio ha hecho varios esfuerzos por tratar de resolverlo. Desde ya, ponemos a disposición los oficios de la 
Comisión para avanzar en este asunto y alcanzar una salida beneficiosa para todos. 


SEÑOR ACOSTA.- Lamentamos encontrarnos en esta situación. Hubiésemos preferido discutir temas 
programáticos, acerca de cómo mejorar el funcionamiento de los bancos, pero estamos en un brete no 
querido. Si les parece bien, haré un "racconto" de lo que está pasando, porque encontramos en varias 
de las entrevistas que hemos tenido una falta de información en cuanto a los puntos que estamos 
discutiendo. 


Uno de ellos es el tema de los traslados, pero no solamente el de los compañeros que fueron de Punta del Este 
a Maldonado. No es el traslado en sí, sino de que esos compañeros ganaron un concurso, estaban 
desempeñando con muy buenos informes su tarea, fueron trasladados por compañeros que tienen asignación 
de funciones y una semana o quince días después se llama a concurso para esos cargos. En definitiva, de 
acuerdo con la forma de concurso que tiene el Banco, eso significa un dedazo disfrazado con el concurso. 
¿Por qué razón? Porque van a ocupar un cargo para el cual no concursaron, pero van a tener los puntajes de la 
experiencia y del conocimiento a diferencia de otros compañeros lo que significa un porcentaje alto al 
momento de resolución del concurso. Si a eso le sumamos que quienes los pusieron en ese cargo van a ser los 
que le harán la entrevista, tendrán puntos adicionales. Por eso nos pareció grave el traslado. Hubo un cambio 
los traslados generan cambios en la relación que teníamos en el convenio colectivo de la Banca Oficial, que 
tiene su correlato en la Ley N* 18.508, la cual establece que cualquier cambio de funcionamiento que afecte a 
los funcionarios debe ser discutido e intercambiado con el sindicato. Tanto el Directorio del Banco de la 
República, el del BHU, el de la ANV como el del Banco de Seguros, muchas veces han tenido una política de 
hechos consumados. Esto significa que se nos comunica el cambio y después tenemos que salir a discutir 
cómo es. Eso comenzó con la recategorización de sucursales. Nosotros consideramos que la recategorización 
tiene que pensarse, no solamente en función de criterios bancarios, como pérdidas o ganancias, ya que 
algunas sucursales en el interior son centros de relevancia para cada población, y sacarle la categoría a una 
sucursal provoca problemas dentro de la zona, que en ese momento, esa clientela no tenía. 


El tema de la Agencia Nacional de Vivienda y del BHU, que es el cuarto y el quinto punto, estaban dentro del 
convenio colectivo. Se trata de una partida que se había negociado que existe en el Banco de la República, en 
el Banco Central y en el Banco de Seguros. Solamente faltaría la Agencia Nacional de Vivienda y el BHU. 
Está acordado en el convenio en el año 2007. 


Los otros dos temas del Banco de la República son la asignación de funciones de cargos superiores que 
cumplen los funcionarios. Estos compañeros, que entraron en el concurso del 2006, hace tres años que están 
cumpliendo funciones, por encima de su cargo, y el estatuto del funcionario es muy claro en eso. Dice que 
pasados los sesenta días de cumplir funciones por encima del cargo se tiene que pagar por el cargo superior 
que se desempeñe. 


El tema de los compañeros del 3 por 1 es el ramalazo de la crisis del 2002. Son compañeros que tienen 
cincuenta años, muchos de los cuales se están por jubilar y a otros les quedan ocho o nueve años en la 
función bancaria. El Banco Central ya tiene instituido en su presupuesto que cuando son asimilados se les 
paga la antigúedad bancaria. Recordamos que los bancarios oficiales estamos por debajo de los de la banca 
privada; es bueno acotarlo. 


En estos siete años que hace que están trabajando dieron muestras de que son funcionarios bancarios, de que 
conocen su tareas, están trabajando en lugares importantes del Banco, y la inmensa mayoría tiene informes 
positivos de su función, y nos parece que a igual función, igual remuneración. Esto es tan viejo como el 
sindicalismo mismo; no tenemos que estar discutiendo demasiado. 


En los últimos dos años el Banco de la República ha sacado premios internacionales por su eficiencia y está 
entre los primeros del mundo en su relación gastos operativos-patrimonio, por la baja incidencia de los 
sueldos con respecto al patrimonio. Se les paga a doscientos noventa y tres funcionarios lo que realmente le 
están dando al Banco, tomando en cuenta que ciento ochenta, aproximadamente, están con asignación de 
funciones, porque están por encima de sus cargos. Por lo tanto, nos parece que no es un problema monetario 
sino falta de voluntad política. 


SEÑOR MENDIONDO.- Nos encontramos en un conflicto desde hace sesenta días, el cual se desató 
por la violación del convenio colectivo de trabajo, en lo que tiene que ver con la cláusula de prevención 
de conflictos. Esto es bueno recordarlo, porque se inicia el conflicto con una cláusula de prevención que 
las partes habían convenido el 19 de diciembre de 2007. 


Unos días antes, el banco anuncia como describía el compañero que va a proceder al traslado de 
determinados trabajadores que habían ganado sus cargos por concurso y que se estaban desempeñando en sus 
funciones sin su consentimiento, sustituyéndolos por funcionarios designados en forma discrecional. El 
sindicato activa la cláusula de prevención de conflictos, lo cual debía abrir un paréntesis de siete días en el 
que la Administración no puede innovar y el sindicato tampoco; es decir que no se llevan adelante 
resoluciones por parte de la empresa, en este caso el Banco de la República, y tampoco se llevan adelante 
medidas gremiales. Sin embargo, el lunes siguiente, antes de que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
convocara a las partes, el Directorio del banco confirma los traslados y, de esa forma, el sindicato se siente 
con la libertad de comenzar con las medidas y las movilizaciones. 


Esa es la génesis: para que quede claro que el inicio del proceso de conflictividad se da como fruto de un 
incumplimiento del convenio colectivo de trabajo por parte del Directorio del Banco de la República, 
desconociendo la cláusula de prevención de conflictos. 


En ese contexto, ya en un ambiente de conflictividad laboral muy importante, creciente, con un clima 
organizacional realmente muy complicado no solamente a partir de la visualización que hacemos nosotros 
sino de las encuestas que venía desarrollando el Banco de la República en el seno de la organización, se 
genera una escalada desde el punto de vista de las relaciones laborales. Esa escalada es fruto de que nosotros 
comenzamos con las medidas y la primera iniciativa del Directorio es trasladar una resolución al personal en 
el sentido de que a aquellos trabajadores que realizaran medidas distorsivas se les iba a aplicar una sanción 
del 50% de la jornada laboral, lo cual es claramente violatorio del libre ejercicio del derecho de huelga y de 
la libertad sindical que no solamente está consagrado en la Constitución de la República sino en el propio 
Estatuto del Funcionario del Banco de la República. 


En ese marco se ha dado todo este proceso de conflictividad, en el que nosotros permanentemente hemos 
apostado al ámbito de negociación. En forma constante apelamos a la negociación, y eso nos ha llevado por 
diferentes caminos, entre los cuales hemos apelado a diferentes actores políticos para que por lo menos nos 
permitieran exponer nuestra visión de las cosas y establecer cuáles son los elementos que hoy están pautando 
el conflicto, que tiene que ver fundamentalmente esto tiene que quedar muy claro con la falta de 
cumplimiento de los acuerdos establecidos, de los convenios vigentes, de los estatutos que rigen y de las 
leyes que fueron promulgadas en los últimos años. 


Hemos desarrollado todo un proceso de movilizaciones que sin lugar a dudas ha generado una distorsión muy 
importante de la operativa bancaria. En ese proceso de movilización tuvimos un pico, en el cual fue notoria la 
distorsión que se produjo en la Cámara Compensadora de cheques, con más de cien mil cheques pendientes 


de compensación. Y frente a las señales que se nos requirieron de apostar al proceso de negociación, de tratar 
de no seguir generando elementos confrontativos que pudieran endurecer las posiciones de los Directorios, 
fuimos atenuando el tenor de las medidas y cambiamos la tonalidad del conflicto buscando espacios de 
negociación. Hasta el momento eso no ha acontecido. Por el contrario: las declaraciones públicas y las 
señales que se emiten, fundamentalmente desde el Directorio del Banco de la República, desde el Directorio 
del Banco Hipotecario y desde la Agencia Nacional de Vivienda son negativas con relación a buscar un 
acuerdo. Y nosotros nos sentimos en la necesidad de generar las condiciones suficientes como para poner fin 
al proceso de conflictividad, elaborando un acta de acuerdo laboral en la que hemos venido trabajando estos 
últimos días. 


¿Por qué la iniciativa del sindicato? Como consecuencia de que en las mesas de negociación, el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social ha hecho planteos para destrabar el conflicto, pero ha sido desautorizado por el 
propio Banco de la República, ha sido desautorizado por los propios interlocutores. El Director Nacional de 
Trabajo ha recreado otros planteos que ya se habían manejado en ámbitos bipartitos o paritarios y tampoco 
han tenido eco desde el otro lado. Por lo tanto, hemos decidido tomar la iniciativa y presentar una fórmula 
que no contempla el ciento por ciento del planteo del sindicato, pero que sí avanza en los objetivos que nos 
hemos planteado y que permitiría poner fin a este conflicto. Voy a pasar a detallarla, con la fundamentación 
en cada caso de qué es lo que se está pretendiendo, que no es ni más ni menos que hacer cumplir lo que ya 
fue acordado, lo que ya fue firmado y hacer respetar lo que ya rige. 


No es verdad lo que se afirma por parte del Presidente del Banco de la República acerca de que el sindicato 
está reclamando ascensos masivos de auxiliares. Queremos rechazar enfáticamente ese concepto, que es 
falso. Lo que estamos planteando es que el Banco de la República realice un cronograma de concursos en un 
plazo no mayor a ciento ochenta días, porque entendemos que los cargos no pueden ser ocupados en forma 
discrecional, ya que, precisamente, de alguna manera se bastardea el instrumento del concurso confiriéndole 
a la Administración una cierta discrecionalidad para designar funcionarios a dedo en forma transitoria, que 
después terminan siendo cargos que a través de las renovaciones se siguen perpetuando en el tiempo, sin el 
llamado a concurso correspondiente. 


Nosotros relvindicamos el concurso como un elemento de transparencia y cristalinidad para acceder a los 
cargos. 


Entonces, queremos un concurso, pero, a su vez, pretendemos que el Banco de la República cumpla con el 
artículo 31 del Estatuto del Funcionario, que es lo que no está aplicando hace años, y que tiene que ver con el 
derecho a remuneración por la sustitución de un cargo superior. En algunas instituciones públicas se 
denomina subrogación, en fin, tiene diferentes figuras, pero en todas las empresas se reconoce el derecho del 
trabajador a percibir la remuneración del cargo superior cada vez que ese funcionario desempeña esa tarea. 
En el caso del Banco de la República hay aproximadamente setecientos trabajadores que están recibiendo esa 
remuneración en función de la facultad que tiene el Directorio, por el artículo 19, de asignar funciones. Pero 
esa es una facultad que tiene el Poder Ejecutivo: la de asignar funciones por el artículo 19. Nosotros 
reivindicamos el derecho consagrado en el artículo 31, que es el de recibir remuneración por la sustitución de 
un cargo superior, que son cosas bien distintas. Y aquí hay que diferenciar ambas cosas, porque esto ha 
llevado a una confusión, como que estamos reclamando algo que el Directorio tiene la facultad para hacer, 
pero también para no hacer. Lo que estamos planteando acá es que se cumpla el Estatuto, pero 
fundamentalmente su artículo 31, que tiene que ver con el derecho del trabajador de percibir una 
remuneración superior acorde al cargo que está desempeñando, algo con lo que no se cumple, y que la 
tradición en el Banco de la República y en el resto de los bancos oficiales demuestra claramente que es un 
elemento que siempre se ha respetado. De hecho, esto funcionaba en forma automática en Administraciones 
anteriores. Por lo tanto, es insólito que hoy estas cuestiones no estén reconocidas claramente. 


Por lo tanto, planteamos la realización de concursos y el reconocimiento y cumplimiento del artículo 31 del 
Estatuto. 


En segundo término, con relación a los traslados estamos pidiendo recrear el planteo que hizo el señor 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social de que se dejen en suspenso los traslados, que fue el elemento que 
detonó el conflicto por la violación de la cláusula de paz, porque el banco innovó cuando no debía hacerlo en 
función de los acuerdos establecidos. A su vez, aceptamos que la Inspección General del Trabajo se instale y 
dirima el contencioso laboral, y también aceptamos que su informe sea inapelable, que sea laudatorio. Por lo 


tanto, no estamos en la postura de que se dejen sin efecto los traslados ni de hacer retroceder al Directorio en 
un ciento por ciento, sino que lo que pretendemos es que se vuelva a la situación original y que la Inspección 
General del Trabajo, con todos los elementos objetivos, dirima en forma inapelable este contencioso laboral. 


Un tercer elemento tiene que ver con la asimilación salarial de los compañeros del ex Banco de Crédito. 
Nuestro planteo es que se incluya del mismo modo que se hizo para el Banco Central una norma presupuestal 
que habilite el pago de una partida que asimile salarialmente a los compañeros provenientes del ex Banco de 
Crédito. Parece un contrasentido que el Estado tenga distintos criterios para situaciones análogas, 
fundamentalmente desde el punto de vista de la remuneración. En el caso del Banco Central se incluyó en 
una norma presupuestal que permitió que se reconocieran esos derechos. Nosotros creemos que es de justicia 
que tanto para el Banco de Seguros como para el Banco de la República también se incluya una norma 
presupuestal y, en ese marco, estamos dispuestos a aceptar un régimen gradual. Por lo tanto, también tenemos 
una cierta flexibilidad en el sentido de aceptar que frente a la cantidad de recursos que supone esa erogación 
pueda haber un criterio que gradualidad que permita ir acercándose a la solución del problema. 


En cuarto término, el convenio colectivo de diciembre de 2007 prevé la creación de una partida 
complementaria permanente en función de metas y objetivos. Los convenios colectivos de la banca oficial 
fueron vanguardistas en lo que tiene que ver con la reforma del Estado y la incorporación de índices de 
eficiencia y mejoras de la gestión en base al cumplimiento de objetivos. Una de las cuestiones que hoy están 
en danza en la discusión pública sobre la mejora de la gestión del Estado y la optimización de los recursos 
humanos y toda la cuestión relacionada con indicadores de gestión y eficiencia, nosotros la hemos abordado 
responsablemente en la regulación de las relaciones laborales en los bancos públicos y en la ANV en el 
campo de la negociación colectiva. Lo hemos hecho de una manera responsable y ha dado resultado. Tanto es 
así que en agosto de 2009 firmamos un acta de acuerdo con el Banco de la República y el Banco de Seguros 
del Estado por el cual se dispuso el pago de esa partida complementaria permanente en consideración a que 
se cumplieron las metas y los objetivos. Es decir: hubo un crecimiento por parte de las empresas que redundó 
en un estímulo para los trabajadores. Y en el Banco Hipotecario y en la Agencia Nacional de Vivienda, si 
bien se cumplieron los objetivos de gestión, no se ha dado cumplimiento a lo acordado en el convenio 
colectivo. 


Continuamos: hay una Resolución de la Agencia Nacional de Vivienda, la N* 142/10, que pretende 
desconocer la calidad de bancario oficial a los trabajadores de la Agencia Nacional de Vivienda, algo que 
prevé la propia Ley N* 18.125 en su artículo 28, y que, además, fue refrendado en un acta de acuerdo laboral 
firmada por las partes el 3 de julio de 2006, por la que, con la creación de la Agencia Nacional de Vivienda, 
los trabajadores que fueran del Banco Hipotecario del Uruguay a la ANV iban a mantener la calidad de 
bancario oficial y se iban a seguir rigiendo por los convenios colectivos de trabajo del sector. Pues la 
Resolución N* 142/10 de la Agencia Nacional de Vivienda desconoce ese extremo y, por lo tanto, nosotros 
queremos labrar un acta en la que se reconozca lo que ya está legislado. 


Fíjense la complejidad de esta situación, en la cual parece un contrasentido que nosotros, para poner fin a un 
conflicto, estemos tratando de llevar adelante un acta de acuerdo en la que se escriba que se va a cumplir la 
ley, que se van a cumplir los convenios y que se va a aplicar el Estatuto. Esa es la situación que tenemos 
planteada. 


Un último elemento tiene que ver con la categorización de dependencias en el Banco de la República. 


SEÑOR VIDALÍN.- ¿Me permite...? Tengo entendido que son alrededor de seiscientos cincuenta los 
funcionarios del Banco Hipotecario del Uruguay que han pasado a la Agencia Nacional de Vivienda. 
En el Banco Hipotecario del Uruguay quedaron trescientos. Desde 2008, los funcionarios que están en 
la Agencia Nacional de Vivienda tienen dinero para cobrar. Como lo manifestaba el señor Mendiondo, 
no se les reconoce su calidad de bancarios. Nos preocupa que el Banco Hipotecario del Uruguay haya 
quedado solamente con trescientos funcionarios, pero en estos últimos tiempos han ingresado cien 
nuevos funcionarios e, indudablemente, nosotros compartimos esa problemática como todas las que 
manifiestan y queremos hacer especial hincapié en ese tema. Seguramente, señor Presidente, vamos a 
insistir al respecto a fin de mediar, negociar y entrevistarnos con las autoridades para no dejar a estos 
compañeros en la situación que hoy se encuentran, que es la no aplicabilidad de la Ley N” 18.125, de 
acuerdo a lo que estaba pactado. 


Quería dejar esta constancia en la versión taquigráfica. 


SEÑOR MENDIONDO.- Es cierto, acá tampoco se cumple la Ley_N* 18.125, porque el Banco 
Hipotecario del Uruguay está obligado, frente a necesidades de personal, a tomar funcionarios de la 
Agencia Nacional de Vivienda. 


Hay un elemento más que tiene que ver con la categorización de dependencias en el Banco de la República, 
una resolución unilateral del Directorio del Banco de la República que se llevó adelante el 15 de abril de 
2010 y, precisamente, también ameritó la activación de la cláusula de prevención de conflictos, de acuerdo al 
acta de 1” de enero de 1994, que compone los convenios colectivos del sector, y dice así: "Es propósito de los 
Directorios de los bancos oficiales y de la Asociación de Bancarios del Uruguay, ante los procesos de 
reestructura que se plantean en los institutos, instrumentar los mecanismos que posibiliten el análisis de los 
mismos con la participación del personal, a los efectos de ayudar a lograr la mayor eficiencia y eficacia de la 
organización y gestión de los bancos oficiales para el cumplimiento de los fines previstos en las normas 
vigentes. A efectos de lo previsto el numeral anterior, los bancos oficiales darán participación al personal a 
través de organismos bipartitos y tendrán en cuenta las recomendaciones y sugerencias de los organismos 
bipartitos". Aquí no solamente no se convocó al organismo bipartito, sino que se llevó adelante una 
resolución. 


En su momento, nosotros activamos la cláusula de prevención de conflictos, se convocó a un ámbito, 
llevamos una propuesta, el Directorio la rechazó y siguió adelante con su propuesta de recategorización de 
dependencias, sobre lo cual hay toda una discusión que nos gustaría dar desde el punto de vista de los roles y 
la función del Banco de la República y qué implica esta categorización de dependencias, que, en muchos 
casos, significa dejar literalmente unidades de atención mínimas en el interior del país. Para nosotros eso 
tiene un trasfondo social muy importante que nos gustaría discutir en algún lugar. Este es un tema que 
claramente avanza en sentido de programa, que no tiene que ver con el aspecto reivindicativo, sino con los 
roles y la función del Banco de la República y qué tipo de Banco de la República queremos en este marco 
político que vive el país. 


En ese contexto, estamos planteando que en mérito al Acta de enero de 1994 se constituya un ámbito 
bipartito para discutir realmente el proceso de categorización de dependencias, porque tiene que ver con la 
estructura del Banco de la República. 


En último término, mencionamos el elemento que desde nuestro punto de vista propició esta escalada, que ha 
sido la provocación que el Directorio del Banco de la República ha tratado de llevar adelante en tanto 
pretendió imponer sanciones del 50% de la jornada laboral a los trabajadores que, en el libre ejercicio del 
derecho de huelga, realizan medidas que pueden ser distorsivas, pero que tienen que estar claramente 
afectadas por la cantidad de tiempo no trabajado por el funcionario. Por lo tanto, nosotros queremos que eso 
quede claro en el Acta. Entendemos que ahora, en la medida de que se plantean reglamentaciones sindicales, 
deberá quedar regulado en el marco de la negociación colectiva que los descuentos por los paros realizados 
por las medidas sindicales deben estar relacionados con el tiempo no trabajado y no pueden prosperar este 
tipo de iniciativas tendientes a multar o sancionar al trabajador que realiza una medida sindical 


Estos son los elementos. Los señores Diputados podrán ver que aquí no hay planteos reivindicativos nuevos. 
No hay planteos que no estén en línea con las cuestiones que ya están acordadas. Nosotros tenemos todos los 
antecedentes, todas las actas, el Estatuto y los convenios, firmados por las partes, que avalan todos los 
argumentos que nosotros estamos trasladando aquí. Por lo tanto, nuestro interés es poner fin al conflicto, 
porque para nosotros no es un objetivo en sí mismo. Hemos llegado a esta situación de conflicto después de 
que por más de tres años estuvimos intentando negociar y hacer entender nuestra posición a los Directorios 
del Banco de la República, del Banco Hipotecario del Uruguay y de la Agencia Nacional de Vivienda, que es 
con los que fundamentalmente la conflictividad viene creciendo, sin hallar ningún tipo de soluciones al 
respecto, con dilatorias, entreteniéndonos, planteándonos que estos temas se iban a discutir en la renovación 
del convenio colectivo. El convenio colectivo vence el 19 de diciembre y, obviamente, en la medida en que 
no encontremos solución a estos problemas la situación de conflictividad se podrá profundizar en un período 
que realmente sería indeseable para todas las partes. Porque no es nuestra pretensión alterar el 
funcionamiento de los bancos ni de las empresas públicas: es el mecanismo que tenemos para defendernos y 
para hacer prevalecer las cuestiones que ya están escritas y laudadas por las partes. 


Gracias. 
SEÑOR TIERNO.- Saludamos a la delegación de AEBU banca oficial. 


En esta Comisión habíamos manifestado que nos preocupaba mucho el conflicto que se venía desarrollando, 
sobre todo en lo que tiene que ver con las medidas que estaban tomando los compañeros bancarios, porque 
afectan sobre todo y nosotros somos del interior a la mayoría de los pueblos del interior que, en el caso del 
clearing y de los cheques de las empresas chicas y medianas, ocupan un porcentaje altísimo de la mano de 
obra en nuestras ciudades y pueblos. 


Nuestros visitantes hacen un planteamiento muy serio y, como estamos acostumbrados a hacer en esta 
Comisión porque en algunos casos no tenemos otras potestades estaría solicitando al señor Presidente y a los 
compañeros que invitáramos a dar su punto de vista a los Directorios del Banco de la República, del Banco 
Hipotecario del Uruguay y de la Agencia Nacional de Vivienda, que por las manifestaciones de los dirigentes 
de AEBU son con los que, por diferentes motivos, no han podido tener un acercamiento para tratar de 
solucionar este conflicto que ya lleva sesenta días y que vuelvo a decir nos preocupa mucho. 


En nombre de la bancada del Frente Amplio, quiero manifestarles nuestro compromiso de trabajar seriamente 
en este tema, que va al fondo del desarrollo del país que queremos por lo menos los frenteamplistas, que nos 
comprometimos a llevar adelante en octubre y por el cual hoy estamos sentados acá para representar a esa 
gente que nos votó. 


Quiero agradecerles la claridad de los conceptos y vuelvo a reiterar mi propuesta de convocar a las 
autoridades de los dos bancos públicos que mencioné y de la Agencia Nacional de Vivienda. Asimismo, 
reitero el compromiso de trabajar para tratar de que estos temas se solucionen rápidamente en los ámbitos 
correspondientes, porque indudablemente esto no le hace bien al país, pero sobre todo a aquellos trabajadores 
que, en su gran mayoría, son clientes de la banca pública en el interior y, en particular, del Banco de la 
República. 


SEÑOR POZZI.- Saludo a la delegación que nos visita. Si bien no soy miembro de la Comisión, 
coincido con el compañero Tierno en que es necesario escuchar a las autoridades del Banco de la 
República, del Banco Hipotecario y de la Agencia Nacional de Vivienda. 


Una reflexión que me atrevo a hacer es que a mí tal vez a alguna otra gente también me resulta absolutamente 
sorprendente este conflicto, al igual que el problema que hubo en su momento en Las Piedras por el tema de 
la sucursal del Banco Hipotecario del Uruguay, que tuvo ribetes graves porque también hubo movilización de 
las fuerzas vivas, del Intendente y de los Diputados del departamento, todos en contra de eso. Ahora me 
sorprende el cariz que toma el conflicto que viene llevando adelante AEBU con el Banco de la República. Se 
trata de un gremio que todos hemos reconocido, desde hace años a la fecha, como extremadamente maduro, 
un gremio que siempre apostó al diálogo, a los mecanismos de resolución de conflictos previos al conflicto 
en sí mismo, que tiene además un mecanismo ya generado y laudado con la Asociación de Bancos y también 
con la banca pública, a fin de resolver los conflictos antes de que estos surjan o se trasladen a situaciones 
como las que estamos viviendo hoy. Entonces, me pregunto qué es lo que ha pasado en los últimos dos meses 
que no es posible resolver ningún conflicto. 


Hemos seguido de cerca el conflicto por lo menos en lo que tiene que ver con lo que ha tomado estado 
público e, inclusive, en su momento nos hemos entrevistado con gente del Ministerio, y la verdad es que 
resulta absolutamente sorprendente. Alguna gente puede pensar con respecto al planteo yo lo he escuchado 
que el volumen de la medida parece desproporcionado. 


Por otro lado, a mí también me parece desproporcionado, por lo que se está planteando tener un conflicto. Es 
decir: yo miraba el tema desde el otro ángulo. Si voy a trasladar a un compañero a otro lugar no se entiende 
que exista toda una situación de conflictividad por eso. Yo no sé, pero nadie entiende muy bien. La verdad es 
que no entiendo muy bien la proporción, sobre todo del lado del Banco, entre lo que se quiere defender y el 
volumen de cosas que de repente se están dejando de lado para llegar a una situación conflictiva, con un 
gremio que todos hemos reconocido a través de los últimos veinte años que ha apostado a una cuestión bien 
diferente. Y no tengo la más mínima duda de que las cosas deben seguir siendo de la misma manera que años 
atrás. Entonces, para todos nosotros es absolutamente sorprendente. 


A nosotros nos costó mucho entender lo que pasó con el Banco Hipotecario del Uruguay en Las Piedras. 
Hasta el día de hoy no logro entenderlo, pero eso tuvo un cariz de resolución. No entendemos tampoco este 
conflicto que tiene el Banco de la República, al que no podemos encontrar una solución y donde si no me 
equivoco mucho, por lo que he sabido, hubo una propuesta del Gobierno, del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, que AEBU aceptó, pero que no fue aceptada por el Banco de la República. | La verdad es 
que es absolutamente inexplicable. 


Tomando por bueno lo que han dicho los compañeros de AEBU aquí, el hecho de una agencia del Gobierno 
no quiera respetar lo que establece una ley, parece insólito; convocaremos a la Agencia Nacional de Vivienda 
para que venga aquí. 


Más que preguntas o dudas sobre el conflicto, quería expresar reflexiones porque no logramos entender qué 
se rompió, llegándose a este nivel; la gente no anda a los besos todo el día, pero esto tampoco sucede a 
menudo. Debe tenerse en cuenta que se han cerrado bancos, se ha despedido gente y se ha luchado por 
mantenerla, y aun así, ha habido soluciones en forma bastante rápida. 


Quería hacer estas reflexiones. No entiendo qué está pasando creo que al igual que mucha gente, por lo que 
sería bueno escuchar qué piensa todo el mundo y no solo el Sindicato, para poder formar una opinión. 


Por supuesto, estamos a las órdenes para dar una mano y ayudar, si es posible, para que esto se resuelva 
cuanto antes. 


SEÑOR GROBA.- No vamos a abundar sobre lo que han planteado los dos compañeros del Frente 
Amplio, que creemos que coincide con la preocupación del señor Diputado Vidalín y, sin duda, con la 
del señor Diputado Bistolfi. El estilo de esta Comisión siempre ha sido intentar prevenir los conflictos, 
en primer lugar, y una vez desatada la situación de conflicto, tratar de hacer lo imposible para buscar 
pistas de aterrizaje a efectos de que entre los actores puedan resolver el problema puntual y, además, 
para que queden sentadas las bases para un relacionamiento laboral permanente y duradero. Sin 
perjuicio de ello, todos sabemos que en una actividad democrática como la que impulsamos, los 
conflictos existen, pero tenemos la intención de que se cree un marco de relacionamiento permanente y 
duradero, más allá de las características y de las improntas de los actores que tengan la 
responsabilidad de ese relacionamiento. Me parece que ese es el concepto que manejamos en todos los 
ámbitos. Estoy de acuerdo con el señor Diputado Tierno en cuanto a la necesidad de impulsar estas 
acciones lo más rápidamente posible, precisamente para tener coherencia con lo que estoy diciendo. 


Además, en la medida en que la agenda lo permita y en virtud de la necesidad de ayudar en este conflicto, 
quizá pueda comparecer también el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a efectos de que consten en la 
versión taquigráfica los esfuerzos que ha hecho el señor Ministro nos consta, en la búsqueda de formas de 
participación. 


Termino diciendo que todos los que estamos en esta Comisión quedamos a disposición de las partes, en el 
momento que sea necesario, con protocolo o sin él, donde sea, a los efectos de encaminar esto 
conceptualmente, que nunca debió haberse descontrolado. Ese es el objetivo, que creo que es compartido; por 
eso me atreví a reafirmarlo. Seguramente, coincide con el sentido de la propuesta y de la constancia que 
expresó el señor Diputado Vidalín. 


Por lo tanto, agrego la posibilidad de comparecencia del señor Ministro de Trabajo y de Seguridad Social o 
de las autoridades de ese Ministerio. Lo único que me preocupa es agendar lo más rápidamente posible una 
reunión para poder continuar con este tema, aunque confiamos plenamente en la capacidad mágica de nuestro 
Presidente, que ha sido reconocida por todos los Diputados integrantes de esta Comisión. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Analizando el planteo que se hace, conociendo la génesis del conflicto y 
sabiendo que se ha dilatado su solución, vamos a tratar de convocar a un ámbito, que no podrá ser 
para la próxima semana, por dos motivos: por la premura de solución de este conflicto y porque la 
agenda está sumamente cargada. Por lo tanto, vamos a intentar concretar un ámbito para la mañana 
del viernes, en el que estén presentes las autoridades de las instituciones bancarias públicas y el 


Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; no sé el grado de formalidad que podrá tener esa reunión, 
pero me inclino por la posibilidad de que podamos salir con soluciones de ella. 


Entonces, en el día de hoy haremos las gestiones con los directorios de los bancos y con el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social para convocarlos a la reunión de Comisión para el próximo viernes, en lo posible, 
por la mañana, a efectos de instalarnos, junto con la delegación presente, a tratar esta temática, sin la premura 
de la hora. 


SEÑOR ACOSTA.- Quiero abundar en lo que expresaron algunos señores Diputados. 


Vamos a entregar una copia del Acta y del Estatuto del Funcionario del Banco de la República Oriental del 
Uruguay, así como también de los convenios colectivos para que puedan leerlos, comparándolos con lo que 
hemos planteado. 


Tengo aquí el texto de la Ley N” 18.508 creo que votada por la mayoría de ustedes, que contempla "in totum" 
los convenios vigentes. En el inciso final del artículo 4” se establece: "Las partes están obligadas a negociar, 
lo que no impone la obligación de concretar acuerdos". Lo que estamos pidiendo nosotros es que el acuerdo 
firmado se cumpla; no estamos pidiendo algo nuevo, sino que lo viejo se cumpla. 


SEÑOR VIDALÍN.- No estuve al inicio de la tarea de esta Comisión, por lo que no sé si el compañero 
Iturralde Viñas planteó lo siguiente. Vemos con muy buenos ojos la presencia del delegado del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o, si fuera posible, del señor Ministro, ya que el Partido 
Nacional está realmente preocupado por esta situación y, fundamentalmente, porque entendemos que 
no se mide con la misma vara a los sindicatos públicos que a los sindicatos privados. En ese sentido, 
quiero manifestar que sería oportuno que estuviera el señor Ministro para evitar ciertas situaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Independientemente de que el señor Diputado Vidalín expresará en su 
momento, con más profundidad, la vara con la que se mide cada situación, tal vez se esté refiriendo a 
los anestésico quirúrgicos que han tomado de rehén a la población. 

SEÑOR VIDALÍN.- No es así. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Bien; en todo caso, se ahondará en ello el próximo viernes. 

Agradecemos vuestra presencia. 

(Se retira de Sala la delegación de AEBU) 

SEÑOR POSSI.- Solicito que a las delegaciones que se convocarán para el próximo martes, se sume la 
Terminal Cuenca del Plata, que es un gran operador portuario, que no está en el Centro de 
Navegación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- No me quedó claro si se convocó para la próxima semana a una 
delegación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o al señor Ministro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social va a concurrir por el proyecto de 
ley que estamos analizado relativo al Registro Nacional de Trabajadores Portuarios. 


No se ha convocado al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social directamente para hablar de la 
conflictividad en general, sino para referirse al caso particular de AEBU. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Solicito que se lo invite. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si no hay objeciones, se convocará al señor Ministro para referirse al tema de 
la conflictividad en general. Se lo convocará para el próximo viernes para referirse al conflicto con 


AEBU y se coordinará una próxima reunión para lo planteado. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


